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NOTA DE PRENSA  DE LA CONFERENCIA EPISCOPAL ESPAÑOLA

Ante el proyecto de Ley que equipararía  las uniones homosexuales al matrimonio

Madrid, 30 de diciembre de 2004

Error e injusticia

El Consejo de Ministros ha aprobado hoy un proyecto de Ley que pretende equiparar al matrimonio la unión de personas del mismo sexo. Es una propuesta errónea e injusta. Porque “el matrimonio, engendrando y educando a sus hijos, contribuye de manera insustituible al crecimiento y estabilidad de la sociedad. Por eso le es debido el reconocimiento y el apoyo legal del Estado. En cambio, a la convivencia de homosexuales, que no puede tener nunca esas características, no se le puede reconocer una dimensión social semejante a la del matrimonio y a la de familia” (Comisión Permanente de la Conferencia Episcopal Española, Matrimonio, familia y “uniones homosexuales”, nº 13).

Uso arbitrario del poder

Las personas homosexuales no deben ser discriminadas en sus derechos ciudadanos. Pero las instituciones sociales deben ser tuteladas y promovidas por las leyes. El matrimonio es una institución esencialmente heterosexual, es decir que “no puede ser contraído más que por personas de diverso sexo: una mujer y un varón. A dos personas del mismo sexo no les asiste ningún derecho a contraer matrimonio entre ellas. El Estado, por su parte, no puede reconocer este derecho inexistente, a no ser actuando de un modo arbitrario que excede sus capacidades y que dañará, sin duda muy seriamente, el bien común. Las razones que avalan estas proposiciones son de orden antropológico, social y jurídico” (Comité Ejecutivo de la Conferencia Episcopal Española, En favor del verdadero matrimonio, nº 3).

Como la moneda falsa, perjudicial para todos

La medida propuesta tendrá consecuencias negativas que afectarán a toda la sociedad. No se trata de reconocer un pretendido derecho a algunas personas que en nada perjudicaría a los demás. “Si el Estado procede a dar curso legal a un supuesto matrimonio entre personas del mismo sexo, la institución matrimonial quedará seriamente afectada. Fabricar moneda falsa es devaluar la moneda verdadera y poner en peligro todo el sistema económico. De igual manera, equiparar las uniones homosexuales a los verdaderos matrimonios, es introducir un peligroso factor de disolución de la institución matrimonial y, con ella, del justo orden social”. “¿Será posible seguir sosteniendo la verdad del matrimonio, y educando a los hijos de acuerdo con ella, sin que padres y educadores vean conculcado su derecho a hacerlo así por un nuevo sistema legal contrario a la razón? ¿No se acabará tratando de imponer a todos por la pura fuerza de la ley una visión de las cosas contraria a la verdad del matrimonio?” (En favor del verdadero matrimonio, nº 4 b y c).

Los niños, desamparados

La adopción ha de mirar siempre al bien de los niños, no a supuestos derechos de quienes los desean adoptar. Dos personas del mismo sexo, que pretenden suplantar a un matrimonio, no constituyen un referente adecuado para la adopción. “La figura del padre y de la madre es fundamental para la neta identificación sexual de la persona. Ningún estudio ha puesto fehacientemente en cuestión estas evidencias” (En favor del verdadero matrimonio, nº 4 a).

Si esta legislación se llevara adelante, abandonaríamos la sabiduría humana y jurídica de toda la Humanidad. “La historia universal lo confirma: ninguna sociedad ha dado a las relaciones homosexuales el reconocimiento jurídico de la institución matrimonial” (En favor del verdadero matrimonio, nº 4 b).

La diferencia sexual constituye la base antropológica indispensable del matrimonio: "Hombre y mujer los creó" (Gen 1, 27). (Subcomisión Episcopal para la Familia y Defensa de la Vida, Hombre y mujer los creó).

EL SERVICIO AL MATRIMONIO VERDADERO Y A LA FAMILIA:

UN DEBER GRAVE Y URGENTE DE LOS CATÓLICOS

Cardenal Antonio Mª Rouco Varela 
Arzobispo de Madrid y Presidente de la CEE
Madrid, 18 septiembre de 2004

Mis queridos hermanos y amigos:

El comienzo del curso escolar trae ciertamente al primer plano de la atención pública a “la escuela”, a esa institución, avalada por los siglos, decisiva para el futuro de las nuevas generaciones; pero también, con no menor viveza, la otra institución, todavía más básica ¡esencial! para un desarrollo y crecimiento físico, humano y espiritual del niño y del joven acorde con la dignidad de la persona humana y con su destino temporal y eterno: la familia y el matrimonio en que se funda. Si ya no es aconsejable la permanente experimentación política y jurídica con ese instrumento pedagógico tan importante para la educación del hombre en la fase inicial y fundante de su vida que es “la escuela”; mucho menos se debe experimentar con el matrimonio y la familia que constituyen el marco primero y más íntimo del nacimiento de la vida humana ¡del ser humano! y de su maduración personal en el amor, por el amor y para el amor.

La concepción del poder, típica de nuestra época, a la que ya Romano Guardini hace poco más de medio siglo dedicaba uno de sus más luminosos tratados (Die Macht, 2ª Edición 1989), se orienta crecientemente a configurarse como la facultad de disponer de la existencia del hombre totalmente, aun en sus aspectos más intrínsecamente constituyentes de su personalidad, sin más límites que los del éxito económico, el triunfo social o la hegemonía cultural. A lo largo de todo el siglo XX, constata Guardini, ese gran maestro de la Europa contemporánea, se advierte un proceso en el uso del poder caracterizado por un alejamiento, mal disimulado, de las grandes y fundamentales exigencias morales que han alentado lo mejor de la historia europea de los dos últimos milenios. La tendencia no parece haber cambiado al alborear el tercer milenio de nuestra era; se acentúa incluso su relativismo ético, a pesar de todos los esfuerzos por consolidar una sociedad libre, democrática y solidaria y del propósito de la edificación de un verdadero Estado de derecho. ¡La verdad de la persona humana, de sus derechos y deberes fundamentales, y la de las instituciones básicas en las que nace, crece y se desarrolla, está, sin embargo, entrañada en el mismo ser del hombre, diseñado y creado por Dios! No se encuentra a disposición o al arbitrio del uso que quiera hacer de ella individual o institucionalmente cualquier poder humano. Antes bien ha de ser respetada escrupulosamente, cuidada, promovida y facilitada en su realización con todos los recursos de los que disponen una sociedad y una comunidad política, justamente ordenadas y sinceramente preocupadas por un progreso digno de tal nombre.

El matrimonio formado por el varón y la mujer, unidos en el amor mutuo, fiel y abierto a la vida y a la educación amorosa de sus hijos, núcleo generador de la primera célula social que se constituye y vive por el amor gratuito, experimentado como filiación y fraternidad, no puede ni debe ser discriminado, ni obstaculizado, sino promovido y favorecido sin recorte alguno por todas las fuerzas e instituciones sociales, singularmente por el Estado y la comunidad política y, por supuesto, por la Iglesia y los cristianos. Las perspectivas de nuestra sociedad no mejorarán con un incremento espectacular del número de divorcios y de niños y adolescentes inmersos en crisis matrimoniales y familiares dramáticas, y, mucho menos, si no cede y cesa esa sostenida ola abortiva que se ceba de una manera especialmente cruel en las adolescentes y pre-adolescentes.

¡Los jóvenes dispuestos a aceptar y vivir con gozo la vocación del matrimonio según el modelo inscrito por Dios en el ser humano, ¡varón y mujer!, son la inmensa mayoría! Necesitan de la ayuda eficaz y pronta de la sociedad y de todas las instituciones implicadas para poder conciliar profesión con vida matrimonial y familiar; compromiso laboral con maternidad y paternidad responsables, y para tener acceso a los recursos imprescindibles para crear y sostener dignamente una familia: el trabajo y la vivienda, especialmente. ¡No les puede faltar la cercanía afectiva y efectiva de la Iglesia! Es aquí donde debe empeñarse al comienzo de este nuevo curso 2004-2005 el compromiso privado y público de los católicos. Se trata de una de las exigencias más urgentes y veraces del cumplimiento de los mandamientos de Dios y de que puedan ser vividos en su plenitud: la que resulta del amor a Él y al prójimo. Será una de las aportaciones al bien común más valiosas e insustituibles que se puede y se debe esperar de nosotros delante de Dios y de los hombres. Su proyecto salvador sobre el hombre, que incluye al matrimonio y a la familia como cauces imprescindibles para su realización en la Iglesia y en la sociedad, no representa un ideal imposible y, de ningún modo, una quimera de soñadores románticos sin pies en el suelo de la realidad social actual que pisan; sino todo lo contrario, por Jesucristo y su Evangelio, vivido y experimentado en la comunión de la Iglesia, es don al alcance inmediato de todos; y, por supuesto, de los jóvenes de nuestro tiempo. Cuando lo conocen a fondo, se abrazan a él y se entusiasman con él con generosidad admirable. Son muchos los jóvenes matrimonios que tratan de llevarlo a la vida como una de las más bellas empresas de amor que puedan ser imaginadas. Si acertamos, con ellos, a ser testigos auténticos del Evangelio del matrimonio y de la familia para la juventud de nuestro tiempo, nos convertiremos en los más fecundos portadores de esperanza en la hora presente, tan cargada de riesgos y peligros para el futuro de las nuevas generaciones.

A la Madre de la Esperanza y de la Gracia, a la Virgen María, encomendamos, sobre todo, a los matrimonios y familias madrileños. A ella, la Madre de la Iglesia y de los hombres ¡Virgen de la Almudena!, nos confiamos.

Con todo afecto y mi bendición,

EL BIEN Y FUTURO DE LA FAMILIA EN JUEGO
Ante el proyecto de ley que equipara las uniones homosexuales al matrimonio

Cardenal Antonio Mª Rouco

Arzobispo de Madrid

2 de octubre del 2004

Mis queridos hermanos y amigos: 

      El Consejo de Ministros ha aprobado un anteproyecto de Ley que pretende equiparar al matrimonio la unión de personas del mismo sexo. La Conferencia Episcopal Española, recogiendo la doctrina permanente de la Iglesia, actualizada por el Santo Padre en este mismo verano que acaba de concluir, se ha pronunciado junto con muchos Obispos de dentro y fuera de España muy claramente sobre el grave error y la no menos grave injusticia que se comete con una regulación jurídica del estilo de la que se propone en el anteproyecto enviado al Congreso de los Diputados. No se trata de una opinión más o menos respetable y específica de la Iglesia Católica, sino de una concepción común a toda la humanidad. La Historia Universal lo confirma: ninguna sociedad ha dado a las relaciones homosexuales el reconocimiento jurídico de la institución matrimonial. Por tanto, si este anteproyecto se lleva adelante abandonaríamos el camino no sólo de la fe cristiana, sino de la sabiduría humana y jurídica de todos los tiempos: la senda de la recta razón. Solamente el Matrimonio, engendrando y educando a sus hijos, contribuye de manera insustituible al crecimiento y estabilidad de la sociedad. Por eso le es debido el reconocimiento y el apoyo legal del Estado. En cambio, a la convivencia de homosexuales, que no pueden tener nunca esas características, no se le puede atribuir una dimensión social semejante a la del matrimonio y a la de la familia.

         Es justo, y ha de exigirse con toda la fuerza de la ley, que las personas homosexuales no sean discriminadas en sus derechos ciudadanos. Pero no es menos exigible, por las normas de un derecho justo, atento al bien común y a los derechos fundamentales de los más débiles -los niños en este caso-, que las instituciones sociales fundamentales y enraizada en la misma naturaleza humana sean tuteladas y promovidas con todo vigor por una legislación que busque la realización auténtica de la justicia y de la solidaridad. El matrimonio, institución esencialmente heterosexual, es decir, que no puede ser contraído más que por personas de diverso sexo: una mujer y un varón, es una de las más básicas: ¡absolutamente vital para el futuro de la sociedad! A dos personas del mismo sexo no les asiste ningún derecho a contraer matrimonio entre ellas. El Estado, por su parte, no puede reconocer este derecho inexistente, a no ser actuando de un modo arbitrario que excede sus capacidades y que dañará, sin duda muy seriamente, el bien de todos. Las razones de orden antropológico, social y jurídico que avalan esta afirmación, son de sentido común.

                    Las consecuencia de las medidas legislativas que se pretenden adoptar, van a ser con toda seguridad, muy negativas. Porque no se trata de reconocer un pretendido derecho a algunas personas que en nada perjudicaría a los demás. Si el Estado procede a dar curso legal a un supuesto matrimonio entre personas de un mismo sexo -recordaba el Comité Ejecutivo de la CEE- ocurrirá lo mismo como cuando se fabrica moneda falsa: se devalúa la moneda verdadera y se pone en peligro todo el sistema económico. De igual manera equiparar las uniones homosexuales a los verdaderos matrimonios, es introducir un peligroso factor de disolución de la institución matrimonial y, con ella, del justo orden social.

¿Será posible seguir sosteniendo la verdad del matrimonio, y educando a los hijos de acuerdo con ella, sin que padres y educadores vean conculcado su derecho a hacerlo así por un nuevo sistema legal contrario a la razón? ¿No se acabará tratando de imponer a todos por la pura fuerza de la ley una visión de las cosas contraria a la verdad del matrimonio?’ (Comité Ejecutivo de la CEE, A favor del verdadero matrimonio, nº 4 b y c).

        La adopción ha de mirar siempre al bien de lo niños, no a supuestos derechos de quienes los desean adoptar. Dos personas del mismo sexo, que pretenden suplantar a un matrimonio, no constituyen un referente adecuado para la adopción. ‘La figura del padre y de la madre es fundamental para la neta identificación sexual de la persona. Ningún estudio ha puesto fehacientemente en cuestión estas evidencias’ (A favor del verdadero matrimonio, nº 4 a).”

Es evidente que para una conciencia ciudadana, rectamente formada, y no digamos para los católicos, se impone, sobre todo en una situación como la actual de dramático descenso de la natalidad y del masivo envejecimiento de la sociedad, el grave deber de intervenir activamente en el debate abierto en la sociedad española promoviendo un estado de opinión pública que favorezca las modificaciones pertinentes en el anteproyecto de ley presentado. No puede faltar, por supuesto, la oración de toda la Iglesia, especialmente de las comunidades de vida contemplativa, capaz de mover corazones y transformar el interior de las personas y de la conciencia social.

Estas súplicas por el futuro del matrimonio y de nuestras familias las confiamos al cuidado maternal de la Virgen, Nuestra Señora de La Almudena.

Con todo afecto y mi bendición, 

EN DEFENSA DEL MATRIMONIO
Mons. Antonio Cañizares Llovera
Arzobispo de Toledo, Primado de España
4 de julio de 2004

La mayoría de los grupos parlamentarios han instado al Gobierno, mediante una proposición no de ley, a que acelerase la aprobación del mal llamado "matrimonio" de personas del mismo sexo. El propio Gobierno, a través de su Ministro de Justicia, ya ha prometido que antes del próximo enero dicha aprobación será una realidad. Dada la gravedad de lo que esto supone, he considerado imprescindible, en mi responsabilidad de Obispo, ofrecer esta declaración dirigida a favorecer la reflexión ciudadana e iluminar la conciencia cristiana sobre este tema.

Nunca, en toda la historia de nuestro país, ni en toda la historia humana de ninguno de los países, se había producido nada semejante ni tan grave: llamar y considerar "matrimonio" a estas uniones. El matrimonio es única y exclusivamente la unión con vínculo indisoluble entre un hombre y una mujer, libremente contraído y públicamente afirmado, cuya misión específica es desarrollar una auténtica comunidad de personas, transmitir la vida y garantizar la educación y la trasmisión de valores culturales, éticos, sociales, espirituales y religiosos.

La unión entre personas del mismo sexo no ha sido nunca, ni es, ni puede ser matrimonio. Será otra cosa, pero nunca matrimonio. Admitir estas uniones como matrimonio supone no sólo una perversión del lenguaje, sino también, y sobre todo, una perversión de la verdad de las cosas, y una destrucción, en consecuencia de la verdad de lo que es el matrimonio en su realidad más propia. Se lleva a cabo con esta disposición un grave daño al hombre ya la sociedad, que se sustentan en la verdad del matrimonio.

Las palabras del Papa al nuevo Embajador ante la Santa Sede, arrojan una gran luz ante esta situación. Total e inmediato contraste entre sus palabras y lo que se ha decidido. Dijo el Papa: "Es conveniente poner de manifiesto la incoherencia de ciertas tendencias de nuestro tiempo que, mientras por un lado magnifican el bienestar de las personas, por otro cercenan de raíz su dignidad y sus derechos más fundamentales, como ocurre o se instrumentaliza el derecho fundamental a la vida... Algo similar sucede en ocasiones con la familia, núcleo central y fundamental de toda sociedad, ámbito inigualable de solidaridad y escuela de convivencia pacífica, que merece la máxima tutela y ayuda para cumplir sus cometidos. Sus derechos son primarios respecto a cuerpos sociales más amplios. Entre tales derechos no se ha de olvidar el de nacer y crecer en un hogar estable, donde las palabras padre y madre puedan decirse con gozo y sin engaño. Así se prepara también a los más pequeños a abrirse confiadamente a la vida ya la sociedad, que se beneficiará en su conjunto si no cede a ciertas voces que parecen confundir el matrimonio con otras formas de unión del todo diversas, cuando no contrarias al mismo, o que parecen considerar a los hijos como meros objetos para la propia satisfacción" (Juan Pablo II) . Se pueden decir tal vez más cosas, pero no mejor ni más precisas para la cuestión que nos ocupa. 

No tiene ningún sentido esta Ley que se pide y promete, tampoco hay necesidad alguna para esta nueva legislación, a no ser que lo que se pretenda con ella sea introducir en nuestra sociedad un nuevo marco de valores y referencias con respecto a la persona, la sexualidad, el matrimonio y la familia, con graves consecuencias en el ámbito personal, familiar y social.

Lo que se hace en esta iniciativa es atentar, por un lado, al bien común, que prescribe el cuidado de los más necesitados y débiles -los niños- y, por otro, a la libertad de muchas personas a las que se quiere imponer una minoritaria y errónea visión del ser humano y de las relaciones interpersonales. Esta agresión al bien común y a la libertad de las personas es de tal profundidad que su aceptación por parte de la sociedad significaría un verdadero suicidio social.

No se puede dejar de tener en cuenta que el matrimonio, expresión de la libertad de los varones y de las mujeres, para entregarse de forma fiel, exclusiva y definitiva, de modo públicamente reconocido, con la apertura a la vida y con el compromiso de educar a los hijos, a lo largo de la historia multisecular, ha sido y es uno de los factores de mayor progreso social de nuestro pueblo. Gracias a la entrega generosa y fiel de nuestros padres, abuelos y demás antepasados, las sucesivas generaciones hemos podido disfrutar de una estabilidad educativa y de una formación de la personalidad que se ha traducido en un éxito de los procesos de desarrollo y crecimiento humano de tantas personas que hoy en nuestra sociedad han podido alcanzar la madurez personal y una auténtica capacidad de servicio.

Desconocer, por ello, la bondad del matrimonio -el único verdadero- haciéndolo igual a otras formas de convivencia es un acto de manifiesta ingratitud y de injusticia hacia el bien social suministrado por tantos matrimonios. Así, por la naturaleza misma de las cosas, esta iniciativa, de aprobarse, produciría en consecuencia una injusticia con la familia y con el matrimonio, que aquí se ven efectivamente "mal-tratados".

El derecho al matrimonio -siempre entre un hombre y una mujer- comparte la misma génesis que todos los derechos humanos que verdaderamente lo son: es un acto de la genuina libertad de las mujeres y los varones que debe ser reconocido por el poder político justo. Pero el poder político ni lo crea ni lo destruye. Sólo lo reconoce, y al reconocerlo lo potencia y hace más fácil y ventajoso el disfrute de ese derecho.

Cuando se buscan equiparar al verdadero matrimonio, esto es, reconocer como análogas o idénticas al matrimonio las uniones del mismo sexo, están contraviniendo gravemente la génesis de los derechos: es una agresión al fundamento de todos los derechos. Para que una unión entre personas del mismo sexo pueda ser considerada análoga al matrimonio hace falta algo totalmente diferente al reconocimiento de un derecho la creación artificial de derechos por parte del Estado. Y si un Estado artificialmente puede crear derechos, también los puede destruir. Lo cual, a nadie se le oculta, es un gravísimo riesgo para el hombre y la sociedad. 

La promoción artificiosa de semejantes modelos jurídico institucionales tiende cada vez más a disolver el derecho originario de la familia a ser reconocida plenamente como un sujeto social. Paradójicamente, lo que se consigue con las medidas legislativas propuestas es discriminar el verdadero matrimonio, al tender a equipararlo con uniones que no poseen las notas esenciales del matrimonio.

El Proyecto discrimina y pone en peligro la protección al matrimonio y a la familia, constitucionalmente reconocida en España, porque discriminatorio es tratar de forma igual a desiguales. Valorar de forma distinta a realidades diferentes es lo justo por cuanto la justicia es dar a cada uno lo suyo. Tratar como iguales realidades desiguales, por el contrario, es una injusticia. Otorgar, por lo demás, a las uniones homosexuales lo que es propio del matrimonio es una injusticia, ya que no pueden aportar estas uniones lo que éste aporta, entre otras cosas, el ámbito idóneo para la sustitución generacional. La adopción de niños por parte de estas parejas no respeta el principio del "bien superior del niño" y conduce a un vacío antropológico .

UNA SOCIEDAD LIBRE Y HUMANA
Arzobispo de Valencia
 Mons. Vicente Agustín García-Gasco
10 Octubre 2004

El tejido social mayoritario de España está formado por verdaderos matrimonios: varones y mujeres que se eligen libremente para amarse, respetarse y educar a los hijos, sin poner límites en el tiempo a esta entrega incondicional.

Quienes luchan por cumplir con fidelidad este compromiso crean en torno a sí un espacio de convivencia humana y feliz, una familia. Para la mayoría de los españoles ésta es la realidad personal que más valoran, por la que están mejor dispuestos a sacrificarse.

Por esta familia deberían preocuparse los políticos. Las reformas que se proponen amenazan sin embargo este tejido. Al joven se le fuerza a identificarse con una “ética progresista” en la que estos valores familiares son presentados como arcaicos y superados.

En lugar de identificar la madurez personal con la capacidad de entrega a los demás, se impulsa a los jóvenes a que vivan encerrados en sí mismos, a que no les importe romper con sus compromisos, a que no descubran el sentido responsable de la vivencia de la sexualidad.

Se intenta convencer a la opinión pública de que alterar sustancialmente el significado del matrimonio es una condición ineludible para respetar los derechos de las minorías. Esta argumentación es falsa. Los derechos de las minorías pueden ser respetados en una sociedad abierta y tolerante sin destruir el matrimonio. Hay multitud de fórmulas jurídicas para conseguir ambas cosas.

Todos estamos interesados en la construcción de una sociedad libre y humana. Sin libertad las personas no podemos vivir con dignidad. Con un ejercicio abusivo de la libertad, la convivencia se hace imposible e inhumana.

Las culturas y las civilizaciones son mejores o peores en función de cómo responden al verdadero bien humano. Cada sociedad humana presenta un modelo educativo en el que una generación le pasa a la otra su sabiduría ante la vida. Educar significa elegir el mejor modo de vivir que queremos para nuestros hijos.

La responsabilidad que todos tenemos a la hora de construir una sociedad libre y humana es la que nos impulsa a juzgar las reformas políticas en curso. Nadie está exento de esta responsabilidad por lo que nadie puede ser silenciado a la hora de opinar sobre las mismas, y de actuar en consecuencia. Desde esta responsabilidad los cristianos hemos de contribuir ejerciendo las libertades propias que se nos reconocen a los ciudadanos en una sociedad democrática.

Miremos las cosas con un horizonte de futuro y preguntémonos el modelo de sociedad que se está conformando con las reformas políticas que se preparan. El llamado “divorcio express” y la legalización del llamado “matrimonio de homosexuales” están vaciando de contenido el matrimonio, como si se tratara de una palabra equívoca que puede servir para amparar cualquier deseo de convivencia.

En el ejercicio del deber de contribuir al bien común de nuestra sociedad, no queda más remedio que denunciar que a través de estas y algunas otras reformas políticas en curso se quiere imponer a la mayoría de la sociedad un modelo de sociedad libertaria y radical. Nos encontramos ante gobernantes que decían que iban a dialogar, pero no dialogan; que se esperaba que construyeran, pero destruyen; decían que iban a respetar la libertad religiosa, pero apuestan por un nuevo “nacional-laicismo”. Con la excusa de las minorías se quiere dar a entender que no existen normas morales objetivas, ni exigencias del bien común. Que el poder político tiene las manos libres para cambiar la moral y la sociedad a su antojo.

La sociedad libre es humana y habitable si las personas unen el ejercicio de su libertad con la pretensión de crecer en la entrega generosa a los demás.

El matrimonio es la institución social que manifiesta el mayor logro de civilización. Alterar el sentido del matrimonio es una pretensión repetida del pensamiento libertino, radical y sectario. Una sociedad libertina es un engaño amargo, pues la felicidad sólo se encuentra cuando salimos de nosotros mismos y nos damos a los demás.

Con mi bendición y afecto,

EL NACIONAL-LAICISMO

Arzobispo de Valencia

 Mons. Vicente Agustín García-Gasco

17 Octubre 2004

Durante los últimos meses observo con preocupación en España el crecimiento de una planificada corriente de opinión antirreligiosa, el laicismo intolerante contra los cristianos: el nacional-laicismo. 

       La aconfesionalidad y la separación de la Iglesia y el Estado cuentan con el apoyo de los católicos. No así el laicismo intolerante que es algo muy distinto. La aconfesionalidad proclamada en la Constitución Española contempla las distintas opciones religiosas como un derecho legítimo de los ciudadanos que merece protección, al menos, como otros derechos, tales como el acceso a la cultura, a la política, al desarrollo libre de la personalidad o a la libertad de expresión. El respeto a la libertad religiosa se encuentra en la base de la convivencia democrática.

Por el contrario, el laicismo es intolerante. Es como una caricatura de la legítima aconfesionalidad del Estado. Se trata de un prejuicio anti-religioso. El laicismo no es democrático. 

       La mentalidad del laicismo es simple: las creencias religiosas vendrían a ser supersticiones de gente inculta. Trata la religión como si fuese una “afición privada” que no debe tener manifestaciones públicas, ni relevancia jurídica o social. Primero quieren expulsar la religión de la esfera social y luego, en una segunda fase, eliminarla en el hombre, para que los principios religiosos acaben desapareciendo de la conciencia humana.

       Por ello, cualquier dato que desprestigie a los cristianos y a la Iglesia merece ser exagerado y repetido hasta la saciedad. En cambio, los numerosos hechos que benefician al sentido religioso, a la cultura cristiana o al pueblo católico, resultan minimizados o silenciados.

       Este modo de actuar es claramente injusto y sectario, y, a veces desgraciadamente, procede de resentimientos y frustraciones personales. Atenta contra la decencia y la rectitud moral. Sin embargo, y de modo paradójico, quienes emprenden la militancia laicista suelen autodenominarse como “tolerantes” y “progresistas”.

       Son ellos los que dictan lo que debe tolerarse y lo que no. Queriendo situarse más allá del bien y del mal, y con el apoyo de grupos de presión, buscan convencer a la opinión pública de que siguen siendo tolerantes cuando tratan injustamente a otras personas, a las que previamente descalifican. La primera víctima de esta actitud es la libertad religiosa reconocida en la Constitución Española.

       En los últimos meses abundan muestras de “laicismo confesante y militante”. Sin noción de la mesura se habla de “hoja de ruta contra la Iglesia” y se aprovecha para atacar a la comunidad católica.

       La intolerancia laicista deforma la realidad hasta amoldarla a sus propios dogmas y obsesiones. Se manipula la fe católica y se desea ofrecer una imagen de la Iglesia retorcida y esperpéntica.

       Los ataques a la religión, al cristianismo o a la Iglesia, no quedan en meras abstracciones: esas falsedades acaban dañando a personas concretas, a grupos humanos reconocibles, merecedores de consideración y respeto.

       Ante esta situación los católicos no hemos de tener miedo. Hemos de hacer uso de nuestra libertad de expresión y abandonar complejos y cómodos silencios. Somos la mayoría de este país, no la minoría, y el cristianismo impregna nuestra cultura y nos da esperanza para afrontar el futuro. El cristiano congruente no puede avergonzarse ni mirar a otro lado ante la intolerancia laicista que tratan de propagar.

       Superar el laicismo y toda clase de intolerancia es necesario para una cultura de la paz. Los católicos no queremos privilegios pero como ciudadanos congruentes exigimos nuestros derechos y cumplimos con nuestros deberes. Respetar a la Iglesia católica y sus miembros, al cristianismo y a las demás religiones descubre quiénes son los verdaderos defensores de la libertad y de la democracia.

       Con mi bendición y afecto

LA MEJOR POLÍTICA APUESTA POR LA FAMILIA

Mons. Vicente Agustín García-Gasco

Noviembre 2004 
La familia fundada en el matrimonio es una realidad natural anterior al Estado. La familia no es un producto legislativo o cultural, ni tan siquiera es una creación religiosa. Es una institución natural. Con la familia ocurre algo semejante a la dignidad humana: es una realidad natural, anterior a toda ley y que no procede del Estado. Reconocer la dignidad humana es un logro de civilización y de cultura.
La razón humana, común a todas las culturas, ha descubierto también que el matrimonio, en esencia, es la particular comunión entre un hombre y una mujer, abiertos a los hijos, y de este modo a la familia. Las sociedades o culturas que aceptaron la poligamia la han ido abandonando de forma mayoritaria. 

       La familia fundada en el matrimonio es un logro de civilización y de cultura como lo es, por ejemplo, en otro orden de cosas, la Declaración Universal de Derechos Humanos. Los Derechos Humanos no son una creación del Estado, son anteriores a él. Los Estados deben reconocerlos, respetarlos, protegerlos y fomentarlos. Lo mismo ocurre con la familia fundada en el matrimonio. El legislador no es el creador del matrimonio, como no es el creador de la sociedad, ni de las personas. El Estado debe reconocer, respetar, proteger y fomentar la institución matrimonial y carece de soberanía y de competencia para determinar el núcleo mismo del matrimonio.

       Otro comportamiento supondría una lesión al bien común de la sociedad.

       Es evidente que existen otros modos de convivencia. Pero no todos los modos de convivencia son matrimonio ni se pueden equiparar a él. La pareja inestable no es matrimonio. La confusión en este campo es destructiva de la sociedad. En realidad, con las reformas en curso lo que se pretende es destruir el matrimonio para reducirlo a la pareja inestable.

       Este conjunto de obviedades desgraciadamente no parecen estar en la mente de un número nada pequeño de intelectuales y políticos de nuestros días. Teorizan sobre la familia y sus cambios como si fuera un elemento anecdótico de la vida social que se puede cambiar a su antojo. Y cuando sus especulaciones intelectuales se traducen en el campo político en forma de leyes o disposiciones administrativas, nos encontramos con una dramática realidad: el Estado debilita la familia, la desprecia y la somete a malos tratos. En definitiva, el Estado actúa en contra de lo que hace posible su ser y su misión.

       Los pueblos que creen en sí mismos transmiten de padres a hijos el compromiso y la alegría de fundar familias asegurándose el futuro. 

       La confusión en este campo es el eco lógico de la frivolidad o la clara animadversión con las que se plantean los temas políticos en torno a la familia. En lugar de afrontar seriamente los problemas de las personas homosexuales, se altera sustancialmente el concepto de matrimonio; en vez de resolver la problemática en las familias se diseñan mecanismos de rápida disolución matrimonial sin contemplar ni la prevención ni las medidas de recomposición familiar no traumáticas; no se afronta seriamente el problema de la violencia juvenil y la educación cívica y no se favorecen medidas que ayuden a los padres y maestros en la labor educativa; a las familias católicas se les dificulta con chulería que la educación en la escuela esté en sintonía con sus principios, regateándoles incluso la dignidad de la clase de religión. Es imposible no ver en la suma de estas medidas un continuo ataque contra la familia y contra la sociedad.

       La Iglesia no puede mirar impasible este modo irresponsable de gobernar. Al contrario, alienta con plena determinación que los matrimonios y las familias ocupen el espacio social y político que les corresponde. La mejor política apuesta por la familia, porque las leyes que atacan a la familia promueven la muerte silenciosa de los pueblos. Y sin pueblos, ni hay Gobiernos ni hay Estados: queda la sociedad libertaria y la ley de la selva.

       La familia fundada en el matrimonio es el futuro de la humanidad.

       Con mi bendición y afecto
LAICO, LAICISMO, LAICIDAD (I)

Mons. Braulio Rodríguez Plaza

 Arzobispo de Valladolid 

Carta del 18-07-04

El tiempo de verano favorece tal vez la reflexión más sosegada; me atrevo, por ello, a sugerir una meditación tranquila sobre el mundo de ideas que sugieren las palabras “laico”, “laicismo”, “laicidad”. Lo hago también pensando en esa repetición que hace el Gobierno de la nación de que quiere ser un gobierno laico; y está en su derecho a hacerlo, pero conviene saber qué se quiere decir con ello, pues los católicos hemos de saber de qué va todo este asunto.

Con la palabra “laico” aparece un fenómeno curioso: en la Iglesia utilizamos el término para referirnos primeramente a los miembros del Pueblo de Dios, ya que laico procede del griego laós = pueblo. El laicado, pues, designa la condición de los laicos, es decir, de los miembros de la Iglesia, ya sea al conjunto de todos ellos, o a los que, por oposición a los que tienen un ministerio particular (obispos, sacerdotes, diáconos, religiosos), son llamados fieles laicos cristianos. Pero en el empleo más moderno del término “laico”, éste significa muchas veces “profano” o por lo menos neutro en cuanto a la religión.

Es decir, unos hombres creen en Dios. Otros no. Así que la igualdad entre unos y otros supone la neutralidad confesional del Estado y de las instituciones públicas, para que todos, creyentes y no creyentes, puedan ser tratados sin privilegios ni estigmatización. De este modo se alcanza la mayor justicia en el tratamiento de las diversas opciones espirituales. Ahora bien, la separación de la Iglesia (o Iglesias) y el Estado no significa lucha contra la religión, sino libertad, igualdad y universalidad. Si esto sucediera, la palabra “laicismo” tendría sentido peyorativo y negativo para los creyentes, pues una cosa es la neutralidad y otra militar contra toda idea religiosa o luchar porque lo religioso sea trasladado a la esfera de lo privado únicamente.

En cualquier caso, en el terreno de los principios nadie puede negar el derecho a la libertad religiosa, pues es uno de los derechos fundamentales del ser humano. Se podrá discutir acerca de la forma de interpretar ese derecho y ese es un debate vivo en la actualidad.

En España, que es donde estamos, ¿este derecho a la libertad religiosa puede ser concebido de forma negativa tanto en su aspecto personal como en el social? Puede serlo, aunque no parece que pueda hacerse con la Constitución Española en la mano. Ahora bien, existe un punto debatido: si se promueve el derecho a la educación, a la cultura, al deporte, ¿no debe igualmente ser protegido por el Estado el derecho a la libertad religiosa, tal y como lo quieran vivir sus ciudadanos? Creo, en efecto, que así se deduce de la Constitución. El Concilio Vaticano II, por su parte, pone un solo límite: “el justo orden público”. En cualquier caso, en estos temas que tienen que ver con la fe, un Estado laico es necesario que promueva un verdadero diálogo institucional. ¿Sucede esto en el momento actual? Intentaremos verlo la próxima semana.

LAICO, LAICISMO, LAICIDAD (II)

Braulio Rodríguez Plaza

Arzobispo de Valladolid 

Carta del 25-07-04

Decíamos hace ocho días que, en los temas que tienen que ver con la fe religiosa, lo laico y la laicidad de un Estado democrático necesitan el diálogo social e institucional. Y sinceramente creo que las principales corrientes del laicismo actual en España y en Europa, que quieren que todo lo religioso quede en la privacidad de los individuos, parten de unos postulados muy discutibles: la religión, en su propia esencia, incluye un componente de irracionalidad, y por ello de fanatismo, que los que se denominan a sí mismos progresistas no pueden aceptar.

Hace pocos días recordaba el arzobispo de Madrid, Cardenal Rouco: “Es una obligación de la conciencia obedecer a la autoridad legislativa del Estado, pero el Estado debe reconocer sus límites, porque, si no, corre el peligro de dejar de ser un Estado democrático para convertirse en un estado absorbente. Reconocer la aconfesionalidad del Estado no le atribuye capacidad para determinar cuestiones fundamentales sobre la vida, la familia, el matrimonio y el bien común. El Estado no está por encima de la moral, sino que debe someterse a la experiencia de la vida y de la fe de la comunidad a la que sirve”.

Si también el Estado es laicista, ese fanatismo que el laicismo cree ver en cualquier forma de creencia aparecerá, según esta opinión, más tarde o más temprano en forma de barbarie. Para erradicar esa barbarie, así, lo mejor es erradicarla de su fuente: la religión en la esfera pública. A mi modo de ver, ahí radica un equívoco que es excesivamente simplista e injusto. La solución a los problemas de los hombres no consiste en renunciar cada uno a sus convicciones en la vida pública, sean religiosas o laicistas, para situarse en una especie de “tierra de nadie”, donde las identidades se diluyan.

El procedimiento para alcanzar un mundo más justo y más humano no está, por ejemplo, en erradicar la formación religiosa de nuestras escuelas, suprimiendo la enseñanza religiosa escolar, como no lo estuvo en hacerla obligatoria en el pasado, cuando no existía la democracia. Si esa fuera la solución a los problemas, cabría preguntarse por la posibilidad de hacerlo. Sin embargo, sí se puede, en mi opinión, afirmar que una profunda creencia religiosa, si es vivida con honestidad –y hay mucha gente que la vive de este modo–, no puede sino cooperar muy mucho a conseguir un mundo más humano y más libre, y a luchar contra cualquier género de violencia o terrorismo. ¿Acaso los que no creen en nada ayudan más, por ejemplo, a erradicar la violencia doméstica?

A erradicar ese profundo malestar en nuestra sociedad que deja ver la violencia doméstica ¿no ayuda una buena relación entre los esposos que, según la fe católica, se exige en un matrimonio canónico, donde hombre y mujer se complementan como iguales, para cuidar así mejor de sus hijos y respetarse ambos cónyuges? Justamente cuando ese matrimonio ha fracasado es más frecuente esa violencia en la que la mujer, por desgracia, lleva la peor parte. Violencia es no acogerse ni perdonarse ni mirar por los hijos: precisamente el origen de esa execrable conducta que ataca y no respeta al otro o a la otra.

CONFUSIONES

Braulio Rodríguez Plaza 

Arzobispo de Valladolid 

Carta del 03-10-04

Estamos en plena feria de la confusión. Y temo que los cristianos no sepamos distinguir en esta selva de declaraciones grandilocuentes cuál es la senda que lleva a una meta digna del ser humano, hombre y mujer. Por ejemplo, cuando los cristianos tratamos de vivir determinados valores, ¿estamos sólo manejando ideas “católicas”, no aceptables para los que no son católicos? Ciertamente que no es así, y quien lo afirme está tratando de confundir a la gente, a los ciudadanos.

Indudablemente que para nosotros, los católicos, la referencia a Dios es fundamental, pero cuando exigimos leyes justas estamos también diciendo que el ser humano debe abrirse a las exigencias de la moral natural, y que hay referencias morales que orientan la vida de todo hombre y mujer. Las leyes “progresistas, laicas y modernas” que anuncia el Gobierno socialista, ¿por qué van a ser mejores que las basadas en ese orden moral justo y en el sistema moral que ha regido en nuestra patria desde hace muchos siglos?

¿Por qué las leyes aprobadas y promulgadas con una visión laicista de la sociedad y del ser humano, es decir, sin referencia a Dios, van a ser mejores que las que emanan de un pensamiento que acepta a un ser creador, ya que no somos hijos del azar y, por tanto, dueños absolutos y únicos responsables de nuestra existencia? ¿Quién me prueba a mí que no hay ningún valor absoluto ni tengamos que dar cuenta de nada ante nadie? Esas afirmaciones hay que probarlas.

Se está constantemente acusando a la Iglesia católica de querer imponer a los demás lo que sólo es para los católicos. Pero a lo que estamos asistiendo es a algo inaudito. “Un gobernante puede ser ateo –decía hace poco monseñor Fernando Sebastián–, como un partido puede ser partidario del agnosticismo, pero no tiene por qué tratarnos a los demás como si también lo fuésemos, y menos todavía utilizar los recursos del poder político para convencernos de su ateísmo”. Creo que semejante actitud es retroceder muchas décadas y, por añadidura, denota cierto resentimiento.

Una cosa es que el Estado tenga que ser aconfesional y otra muy diferente es que sea aconfesional la sociedad y todos sus miembros. Eso es sencillamente legislar sin tener en cuenta las creencias de los ciudadanos, por mucho que se revista de progresismo, de talante y de respeto dialogante para con los demás. ¿Por qué tenemos que aceptar que nos impongan por ley el permisivismo moral? No os creáis lo que se nos quiere vender como producto moderno, fruto de un talante dialogante. Quien cree en Dios no está incapacitado para la democracia o la tolerancia. Más bien sucede lo contrario: Dios es el único garante de nuestra libertad y de una verdadera educación, que es la que necesitan vuestros hijos.

Pongámonos, pues, a reflexionar y a dialogar, debatiendo todas estas cuestiones. La fe católica no se impone, se propone, pero lo que también sería inaceptable es aceptar todo porque el Gobierno o el Estado lo permitan. No todo lo permitido por las leyes es moralmente aceptable y lícito. Los católicos tenemos unas convicciones morales, que provienen de la lógica de nuestra fe, pero también somos ciudadanos de este mundo y nuestra fe no nos impide aceptar un ordenamiento jurídico digno del ser humano, basado en un orden moral natural, pero no cualquier idea laicista de la vida siempre muy discutible y, en el fondo, poco razonable. Y hay que luchar con medios democráticos por ese ordenamiento jurídico digno del ser humano.

¿QUÉ HEMOS DE HACER?

Braulio Rodríguez Plaza 

Arzobispo de Valladolid 

Carta del 10-10-04
Qué hemos de hacer los cristianos en un mundo plural como el nuestro, en el que hemos de vivir con un número creciente de personas que tienen un modelo de vida absolutamente distinto del nuestro, y en el que parece que valen lo mismo todas las opciones morales? “Centrarnos en lo fundamental y dejar de lamentarnos”; de este modo permitiremos que se muestre en su esplendor lo que la fe católica tiene de beneficioso para nosotros y para la sociedad en que vivimos. Veamos algunos puntos de lo fundamental.

¿Está nuestra vida presidida por “Alguien” que es creador y providente, del que nos habló Jesucristo diciendo que es nuestro Padre? Porque la cuestión es si hay Dios o estamos solos en el mundo, de manera que todo en nuestra vida se explique desde lo que el hombre y la mujer somos sin más. Eso es lo que se debate en realidad en nuestra sociedad en estos momentos: vida teniendo en cuenta a Dios o vivir como si Él no existiera.

Nuestra fe en Jesucristo, nuestra esperanza en la presencia de Dios en este mundo, ¿hemos de prescindir de ellas como un estadio pasado del desarrollo humano? En consecuencia, si nuestra respuesta a esta cuestión es positiva, “centremos nuestro esfuerzo en ofrecer a nuestros conciudadanos la posibilidad de conocer a Dios mediante el testimonio de Jesús, y de aceptar su providencia, no como una amenaza para nuestra libertad, sino como tierra firme que nos permite construir una vida verdaderamente personal y espiritual, en libertad y justicia, en amor fraterno y esperanza de eternidad. Anunciemos con humildad y claridad, con honestidad y respeto, nuestra manera de entender las cosas. No queremos imponer nada a nadie, pero tampoco podemos callar el evangelio de Jesús” (Monseñor F. Sebastián).

Pero los cristianos no solamente emprendemos acciones puramente religiosas; somos miembros igualmente de la sociedad, ciudadanos como los demás, con los mismos derechos y deberes. ¿Por qué, pues, no querer influir en la marcha de los asuntos públicos? Como todos los miembros de la sociedad vallisoletana, tenemos que procurar el bien común; eso sí, la influencia que podamos tener como miembros de la Iglesia no es de naturaleza política, sino eclesial, es decir, de naturaleza religiosa y moral. De modo que anunciando a Jesucristo y su doctrina, educando las conciencias y animando a sus fieles a vivir santamente, la Iglesia contribuye a hacer este mundo mejor y más humano, ya que actuando los cristianos de este modo, influimos en las actividades profesionales, sociales, públicas y políticas de las personas de nuestro entorno, sean o no cristianas.

Lo que estamos viendo en el momento actual es que un poder político, sea de izquierdas o de derechas, ejercido sin reconocer una norma moral objetiva, es un enorme peligro para el bien de la sociedad. Así ha sucedido igualmente en otros momentos de la historia. Clarificar y fortalecer la conciencia moral de los ciudadanos es sumamente importante. ¡Lástima que hoy, en España, sean tantos los cristianos que no actúan en la vida profesional y política con las exigencias de su fe!

                         HOMOSEXUALIDAD Y HOMOFOBIA

Mons. Braulio Rodríguez Plaza

Arzobispo de Valladolid
Carta del 17-10-04

Las personas homosexuales, como todos, tienen la dignidad que corresponde a todo ser humano y no pueden ser menospreciadas, y menos maltratadas y discriminadas. Cualquier cristiano, para serlo y por serlo, debe reconocer y aceptar a todo hombre o mujer, pues uno y otra son sujetos de derechos y deberes. Pero esto no significa que haya que legitimar todas las tendencias subjetivas, como es el caso de la orientación sexual. La sexualidad humana ciertamente no se reduce a su expresión genital. Se inscribe en una doble perspectiva: la del afecto por el otro/a y la de la procreación. La teoría del “género” quiere sustituir la diferencia de los sexos, a la hora de contraer matrimonio, por la diferencia de las sexualidades, de manera que se afirma que el vínculo social del matrimonio puede también desarrollarse a partir de una tendencia sexual, la que cada uno elija.

Pero resulta que la identidad sexual, es decir, el hecho de ser hombre o mujer, es un “dato objetivo”; la orientación sexual, por el contrario, es el resultado de un proceso histórico y no de un hecho que se impusiera desde el nacimiento. Una visión ingenua, como poco, da a entender que algunos nacen heterosexuales y otros homosexuales. El caso es que nunca se ha probado que esta tendencia tuviera un origen genético. La homosexualidad representa una atracción sexual, más o menos exclusiva, hacia personas del mismo sexo. Corresponde a una tendencia sexual que se constituye normalmente durante el desarrollo afectivo de la persona. Existen personas homosexuales. Es un hecho. Muchas viven entre sí uniones afectivas. Es cierto. Quieren que esas uniones afectivas sean reconocidas como verdadero matrimonio y el Gobierno ahora ha presentado un anteproyecto de ley –no es todavía ley– para que esto sea posible, porque en su opinión esas personas homosexuales están discriminadas al no poder casarse, cuando ése es su deseo, pues dicen que se aman y tienen un proyecto de futuro en común. ¿Qué decir? “Pues que este anteproyecto de ley es un error”, pero no por atentar contra la moral católica o contra el matrimonio por la Iglesia. La razón de este error está en querer equiparar legalmente lo que no es equiparable, con peligro cierto de destruir la familia salida del matrimonio, civil o religioso; y, además, sin debate ni consenso, apelando que estaba en las promesas electorales y que tendrá, previsiblemente, la mayoría en el Parlamento.

No hay nada de discriminatorio en decir que sólo hombres y mujeres se pueden casar y ser padres. La unión entre homosexuales no es identificable al matrimonio: les falta el requisito esencial de la procreación, imposible entre personas del mismo sexo. Bienvenida sea la concesión de derechos y efectos civiles de esas uniones homosexuales. Desaparezcan las discriminaciones contra esas parejas o esas personas homosexuales, pero sin equiparación al matrimonio. Tratar con desigualdad lo que es igual es sin duda injusto, pero tratar con igualdad lo que es, de suyo, desigual, también es injusto y da lugar a confusión. La sociedad sólo puede reconocer como matrimonio la relación hombre-mujer y no las tendencias sexuales. Éstos se casan porque son mujer y hombre, y no en función de su tendencia heterosexual.

Ya sé que mis palabras serán interpretadas como venidas de alguien que padece “homofobia”. Es el argumento propagandístico más utilizado por las asociaciones de homosexuales, cuando se topan con argumentos que no pueden discutir o contradecir. No debería convertirse en palabra fetiche que impida cualquier reflexión al tratar este tema. No hay tal homofobia.


¿CÓMO DEBE SITUARSE LA TAREA DE LOS CATÓLICOS EN LA SOCIEDAD DEMOCRÁTICA?

Mons. Braulio Rodríguez Plaza

Arzobispo de Valladolid 

Carta del 31-10-04
El contexto histórico y cultural actual para el católico, laico o sacerdote, parece marcado por las opuestas tendencias del laicismo en Occidente y del integrismo emergente en el mundo islámico. ¿Cómo deben actuar los católicos ante estos retos? Entiendo que son temas complejos ante los que no valen simplismos y estoy seguro que muchos miembros de la Iglesia andamos preocupados para dar una respuesta adecuada. Quisiera delinear algunas orientaciones, que pudieran servir a los católicos preocupados por estos asuntos, verdaderos retos para la fe hoy.

En primer lugar, me parece claro que debemos evitar un secularismo que excluya la fe; que excluya, por tanto, a Dios de la vida pública. Debería evitarlo también el Gobierno, pues, aunque sé que la tarea de un Gobierno en un Estado aconfesional no es preocuparse de la fe de los creyentes de ese Estado, tampoco es tarea suya transformar la fe de los ciudadanos en un factor puramente subjetivo y, así, arbitrario. La razón es muy clara: si Dios no tiene un valor público, no digo confesante, si no es una instancia para nosotros, se convierte entonces en una idea también manipulable.

Se nos dice a los católicos que nuestra fe no sirve para la vida democrática. Un verdadero disparate. Como decía el arzobispo de Pamplona, “sin exageración, podemos decir que los principios que rigen la vida democrática han nacido del cristianismo”. Si Dios no tiene un valor público en un Estado democrático, estamos ante la secularización radical. Reconocer, pues, que Dios tiene algo que decir no sólo al individuo singular de un modo totalmente subjetivo, sino que tiene que decir algo sobre todo a la comunidad humana, es un hecho de grandísima importancia.

Pero, estas afirmaciones mías, ¿no pueden ser calificadas de una caída en el integrismo, como al menos una parte del Islam lo presenta hoy? Vayamos por partes: hace muchos, muchos años, que la distinción entre la esfera política y la esfera de la fe sobrenatural es nítida; nació justamente, afirma el Cardenal Ratzinger, de las palabras de Jesús que distingue cuanto pertenece al César de lo que pertenece a Dios. A veces pienso que muchos de nuestros contemporáneos críticos con la Iglesia Católica no han tenido la delicadeza de analizar, por ejemplo, el Concilio Vaticano II (la constitución Gaudium et Spes sobre todo), y se lanzan a utilizar argumentos tan rancios y tan tópicos que da pena escucharlos.

Independientemente de los fallos habidos, desde el inicio, el cristianismo distingue el Estado, como una realidad secular, pero no secularista, de la fe, que es otra cosa, otro nivel. Es bueno, por ello, reconocer la razón común de la humanidad y su distinción de la fe, la cual respeta también otras expresiones religiosas. Pero, al mismo tiempo, es preciso afirmar, junto a esta distinción justa y necesaria que nos libera de integrismos y de una teocracia equivocada, la necesidad de tener la razón orientada a Dios, abrir siempre de nuevo la razón a Dios, para tener presentes las grandes indicaciones morales y culturales que nacen de la fe y se dirigen a todos, no sólo a los católicos.

No debemos de tener miedo a actuar desde aquí en la esfera pública y política (actividad en los asuntos públicos). Se ayuda así a construir un mundo tolerante, pero también un mundo con una gran responsabilidad humana y moral, como ha sido mostrada por Dios, que se ha donado por nosotros y nos ha revelado así el verdadero humanismo.


VISIÓN POSITIVA DE LAS COSAS

Mons. Braulio Rodríguez Plaza

Arzobispo de Valladolid 

Carta del 07-11-04

Los cristianos vivimos nuestra fe no en una campana de cristal, sino en medio de los acontecimientos de la historia que nos ha correspondido. Nuestro tiempo es el que es, y no podemos cambiarle por nada. Podemos, sí, pensar en un tiempo en el que amar a una mujer o a un hombre toda la vida era un ideal –hoy no lo es para muchos–; en el que la madre que estaba embarazada sabía que lo que tenía en el vientre era una vida, y criar los padres a sus hijos bajo un techo común era posible, e incluso en esa casa estaba también la compañía de los abuelos, que se morían en ella y esa muerte unía incluso más a la familia. Hubo un tiempo en que el hombre y la mujer afrontaban el sufrimiento desde la esperanza. ¿Todo eso terminó?

En el horizonte de nuestra sociedad española ha aparecido la posibilidad del aborto libre, de divorcios exprés, de que la unión afectiva de personas del mismo sexo se llame matrimonio, que puedan incluso adoptar, de investigar con embriones humanos y de que la eutanasia activa sea considerada un ejercicio de libertad. ¿Cuál debe ser nuestra reacción? ¿Simplemente el pataleo o llenarse de indignación hacia el gobierno que permite esto? ¿No sería bueno también indagar por qué ha sucedido esto? ¿No es hora igualmente de examen de conciencia?

El abandono de la tradición católica es un dato consolidado desde hace años en amplios sectores de la sociedad española, más aún, es un fenómeno en expansión. La debilidad del catolicismo español viene de lejos y, tal vez, se muestra ahora en toda su crudeza. ¡Cuánto pido a Dios que estemos a la altura de las circunstancias para articular una respuesta adecuada en el estado actual de cosas! Desechemos ya la idea de que existe un sustrato católico en nuestra sociedad poco menos que inalterable, una especie de reserva que nunca se agota.

Ya no basta apelar a la tradición católica española, aunque sea espléndida, ni al derecho natural, aunque sea un concepto que refleja un valor antropológico irrenunciable, para abrir un nuevo espacio al anuncio cristiano y para defender eficazmente los fundamentos de una civilización que sólo se explica por siglos de educación cristiana. Necesitamos que hombres y mujeres de nuestra ciudad secularizada vuelvan a encontrar el cristianismo como un hecho presente, que responda a sus interrogantes y deseos. Podemos, sí, pensar que el Gobierno socialista tiene su responsabilidad al ofrecer unas leyes o unas medidas que nos parecen malas, pero ¿olvidamos las dificultades actuales para transmitir la fe a las nuevas generaciones en el seno de las propias familias, las parroquias y las escuelas católicas, así como el cansancio en la pastoral y la misma incapacidad de formular un juicio cultural revelante?

Casi deberíamos dar gracias a Dios de la situación, si entendiéramos que estamos ante la posibilidad de plantear de nuevo las preguntas importantes por el sentido de la existencia: ¿habrá una razón para existir? ¿Será posible ser feliz? No son preguntas sólo para ateos o agnósticos, sino para cristianos que han perdido el rumbo: ¿Hay alguien que conozca el sentido de la vida? ¿Cómo se llama, dónde está? Y mostrar a Cristo, que hace hombres y mujeres nuevos, que son felices, porque Dios, al enviar a su Hijo y morir éste por nosotros, nos ha cambiado. Descubrir, descubrir… eso es lo importante. Descubrir el milagro de la vida, el saborear la maravilla del amor cristiano, que ama y es solidario con todos, y hace positiva a esta vida.

PUES NO ES ASÍ

Mons. Fernando Sebastián Aguilar

Arzobispo de Pamplona y Obispo de Tudela

(12 enero 2005)

Ya está. Nuestro gobierno ha decidido que sea igual lo que es diferente. Da igual que se casen un hombre y una mujer, o que se casen dos hombres, o dos mujeres..Todo es matrimonio, y  todos tienen los mismos derechos. Pues no, señor.

No se puede entender cómo nuestros gobernantes se han empeñado en una cosa tan absurda. Desde el punto de vista social y público ¿es igual el amor de dos personas del mismo sexo, que el amor entre un hombre y una mujer? Todo el mundo sabe que no son iguales los sentimientos, ni las relaciones, ni las consecuencias..

Con este paso no se corrige ninguna discriminación. Todos tienen derecho a contraer matrimonio. Es decir, a casarse con una persona del otro sexo. Si alguien, por lo que sea, no quiere o no puede hacerlo, habrá que ayudarle. Pero el remedio no es unirse con una persona del mismo sexo diciendo que eso es un matrimonio.

Con todo, si hay personas que quieren vivir así, a lo mejor está justificado que el Estado regule algunos aspectos y algunas consecuencias  de esa convivencia. Pero que no se empeñen en equipararla con el matrimonio, porque no lo es. A no ser que cambien la definición literaria,  la figura jurídica y la identidad cultural del matrimonio.

La equiparación de la convivencia entre dos personas del mismo sexo y el matrimonio entre hombre y mujer, implica al menos estas dos cosas,

1ª, que el matrimonio, entendido como unión de amor permanente entre hombre y mujer y lugar adecuado para la multiplicación de la vida, ha dejado de ser la célula básica de nuestra sociedad y nuestra convivencia. Algo inusitado, de consecuencias insospechadas.

 2ª, Que el sexo de la persona sea considerado como una realidad indeterminada que cada uno puede dirigir y orientar como le parezca mejor. Por eso algunos hablan de “orientación sexual” en vez de hablar clara y directamente de sexo. En estas cuestiones cada uno puede orientarse como quiera. Todo es igual.

En el fondo de la cuestión está de nuevo la visión de la persona como dueña absoluta y última de su vida, sin ninguna referencia moral trascendente fundada en el reconocimiento del Creador o por lo menos de una naturaleza objetiva anterior a cada individuo. La persona es dueña absoluta de su existencia, creadora de sí misma, capaz por tanto de orientar su vida como le parezca. De nuevo el ateísmo como condición para alcanzar una quimérica libertad absoluta y autocreadora. Pero la realidad no es así. Prescindamos de consideraciones teológicas y aun religiosas. Todos, salvo alguna posible anormalidad de la naturaleza, nacemos con un cuerpo sexuado, masculino o femenino. Ocurre que la sexualidad humana no es pura genitalidad, necesita ser insertada en la vida personal y por eso cada persona tiene como tarea reconocerse a sí misma y desarrollar los sentimientos y las tendencias afectivas congruentes con su propia biología.

Una persona dotada biológicamente de sexualidad masculina o femenina, y con sentimientos, sensibilidad y tendencias del sexo contrario, se quiera o no, es una persona mal configurada, psicológicamente mal resuelta. Por eso lo “homo” no es igual que lo “hetero”. Se diga lo que se diga.

  Decir esto no es ganas de buscar la confrontación, ni de menospreciar a nadie. Para mi todos son hijos de Dios y todos me merecen el mismo respeto. Pero como un varón no es igual que una mujer, aunque los dos  tengan la misma dignidad, un “homo” tampoco es igual que un “hetero”, aun teniendo la misma dignidad y los mismos derecho personales. Es preciso decir esto con claridad porque la maduración personal de la sexualidad, en el hombre y en la mujer, además de ser un proceso biológico, es también un proceso psicológico, que necesita ser ayudado y dirigido para que termine bien, es decir para que termine en una personalidad del todo masculina o del todo femenina, en la cual lo biológico y lo psicológico coincidan.

 Si esto no se dice con claridad, si nos callamos y dejamos que se vaya normalizando eso de que da lo mismo ser homo que hetero, es posible que nos encontremos dentro de poco con una verdadera epidemia de homosexualidad, fuente de problemas psicológicos y de frustraciones dolorosas.

  Cuando hacemos estas advertencias desde la Iglesia no es por falta de afecto o de respeto hacia los homosexuales, sino para evitar la extensión de esta alteración que ocasiona muchos sufrimientos, para defender a nuestros jóvenes de experiencias equivocadas que pueden acarrearles muchas dificultades,  y para decirles a los homosexuales que, si quieren, con ayudas bien dirigidas, pueden cambiar su situación..

  La Iglesia considera deficientes y pecaminosas las relaciones erótico sexuales entre dos personas del mismo sexo, porque no expresan correctamente  la sexualidad humana, tal como está inserta por Dios en nuestra naturaleza, que supone una cierta alteridad entre personas de distinto sexo y la capacidad conjunta para la procreación. No es ninguna injuria ni ninguna discriminación. También considera deficientes y pecaminosas las relaciones sexuales entre personas heterosexuales fuera del matrimonio o que excluyan expresamente la posibilidad de la multiplicación de la vida.

  Hablar así hoy, no es “culturalmente” ni “políticamente” correcto. Puede incluso acarrear represalias violentas. No sería la primera vez. Sin embargo sí es cristianamente correcto, y por eso mismo es humanamente y socialmente correcto,   justo y obligado. La sociedad española tiene que defenderse, rechazando por todos los medios legítimos que estén en su mano esta decisión del gobierno que de ninguna manera puede entenderse ni justificarse como un acto de servicio al bien común.

Ya era antes, pero la recta educación sexual de los niños, adolescentes y jóvenes comienza a ser un obligación urgente y grave de los padres cristianos, de los educadores, de los profesores, catequistas y sacerdotes, con el fin de  ofrecerles a tiempo una formación clara, firme, abierta al crecimiento personal y afectivo, conforme con la naturaleza y con la sabiduría de Dios, en estas materias referentes a la sexualidad, afectividad, matrimonio, procreación y educación de los hijos, tan importantes para la perfección personal y la salud social.  Y nos queda la obligación de hacer lo posible para eliminar esta ley arbitraria e injusta. Los años de los hombres son ante Dios como un día. 

EL LAICISMO QUE VIENE (I Y II)

Mons. Fernando Sebastián Aguilar

Arzobispo de Pamplona y Obispo de Tudela

(agosto 2004)

El Señor Presidente del Gobierno nos anuncia leyes “progresistas, laicas y modernas”. ¿Qué son leyes progresistas? Y ¿cuáles son las verdaderamente modernas? Esto de ser más o menos moderno es muy relativo y no da garantías de nada. Tan moderna es la bomba atómica como la Sociedad de Naciones. Parece más bien que lo que nos interesaría a los españoles es que el gobierno promoviera leyes inteligentes, prácticas, justas, capaces de favorecer verdaderamente el bien auténtico y general de los españoles.

 
En principio, todas las leyes que salen del Parlamento, son leyes laicas, es decir, promulgadas por una autoridad civil, no sagrada, sin ninguna pretensión trascendente. El Parlamento no es el Sinaí. Afortunadamente. Leyes laicas son también  las que proceden de una mentalidad laica, o más bien laicista

Seguramente el Señor Presidente se refería a leyes elaboradas, aprobadas y promulgadas con una visión laica de la sociedad y del hombre, es decir, sin referencia a Dios, sin tener en cuenta la ley de Dios, incluso sin tener en cuenta la fe en Dios que puedan tener algunos ciudadanos, pocos o muchos. Eso sería tanto como anunciarnos leyes discriminatorias, que se ajustan a la mentalidad de unos y no tienen en cuenta la mentalidad de otros, que favorecen a los que no creen en Dios e ignoran a los que sí creen en El y quieren vivir de acuerdo con su voluntad.

 
Según esto, al prometernos leyes laicas, el señor Presidente puede estar anunciando leyes que no tengan en cuenta la ley de Dios, ni las exigencias de la moral natural, leyes que favorezcan la concepción laica de la vida, según la cual no hay ningún ser creador, sino que somos hijos del azar, y por tanto dueños absolutos y únicos responsables de nuestra existencia, sin que pueda haber ningún valor absoluto ni tengamos que dar cuentas de nada ante nadie. Estamos solos en el mundo y entre todos tenemos que ir modelando nuestra humanidad como mejor nos parezca. No hay referencias morales que orienten nuestra vida, la opinión pública, el consenso, y en última instancia la conveniencia de los grupos más influyentes son las únicas fuerzas que de verdad rigen nuestra vida. No tenemos raíces firmes ni rumbos orientadores.

 
Parece que nuestros gobernantes consideran un bien importante para España y para los españoles, el ir prescindiendo de cualquier influencia religiosa en las leyes y por tanto en la configuración de las relaciones sociales entre nosotros y de los bienes que en nuestra convivencia podamos encontrar. Quieren una España laica, en la que la religión sea, a lo más, una afición privada de algunos ciudadanos, tolerable sólo en la medida en que no pretenda aparecer ni ser tenida en cuenta en la vida pública, en las leyes, en la cultura, en los comportamientos, en los usos y costumbres, en los criterios morales y normativos de nuestras conductas. No se trata sólo de impedir que los eclesiásticos influyan en la vida política, se trata más bien de que no influyan tampoco las convicciones religiosas de nadie, ni siquiera de los políticos. Esto es tanto como amordazar las conciencias, destruir la fuerza vital de la religiosidad y de la fe.

 
Ante este propósito a los creyentes se nos presentan muchas dificultades. Las leyes tienen que responder al conjunto de la sociedad, a la voluntad y a las creencias de los ciudadanos, y no a las opiniones particulares de los gobernantes. Un gobernante puede ser ateo, como un partido puede ser partidario del agnosticismo, pero no tienen por qué tratarnos a los demás como si también lo fuésemos, y menos todavía utilizar los recursos del poder político para convencernos de su ateísmo.  Tampoco sería justo lo contrario. Si en España hay treinta millones de ciudadanos que creen en Dios  ¿es justo que a la hora de legislar no tengan en cuenta nuestras creencias y sí tengan en cuenta únicamente las creencias de los demás? Eso no es gobernar para el bien de todos.

 
Y yendo más al fondo de la cuestión, hay que preguntar por qué la fe de cada uno no puede influir en sus concepciones o actuaciones políticas. En la sociedad democrática cada uno puede manifestarse como es, todos somos iguales ante las leyes y todos tenemos el mismo derecho a intervenir en la vida pública según nuestras propias convicciones, respetando los derechos y la libertad de los demás. La fe religiosa es parte esencial de la mentalidad del creyente y de la cultura de los pueblos. No se puede actuar como si no existiese, ni se la puede recluir a la vida puramente privada, sin mutilar la vida real de los ciudadanos, sin perturbar el patrimonio cultural de la sociedad, sin traspasar los límites y las atribuciones de una autoridad justa y justamente ejercida.

 
Recientemente el Señor Presidente nos ha dicho que él no permitirá que nadie imponga a los demás sus creencias morales. Afirma que él respeta el orden moral, pero que el orden cívico se regula por ley en el Parlamento. Frases contundentes. Pero a lo mejor esta contundencia es más aparente que real. Porque no se trata de imponer las creencias morales de nadie, sino de exigir a los legisladores que, por el bien de los ciudadanos, respeten en sus actividades legislativas, las exigencias de un orden moral objetivo, inscrito en la naturaleza del hombre y formulado suficientemente por la recta razón a lo largo de la historia. Es cierto que el orden cívico se regula por ley en el Parlamento. Nadie lo discute. Pero los parlamentarios no son creadores del bien y del mal, no pueden legislar como les convenga, si quieren ser justos tienen que actuar según una ley moral superior y anterior al Parlamento, que fundamenta objetivamente los derechos de los ciudadanos a cuyo bien general las leyes deben ordenarse. Sin el respeto al orden moral objetivo la mejor democracia degenera en tiranía.

 
Por otra parte, la mentalidad laicista no tiene legitimación ni teórica ni práctica. Teóricamente la existencia de Jesucristo y la validez de su testimonio sobre la existencia y la providencia misericordiosa de Dios tienen tanto fundamento, al menos, como la opinión contraria. En una sociedad donde haya cristianos y no cristianos, creyentes y ateos, un gobierno que quiera ser justo con todos los ciudadanos, no puede identificarse con ninguna de las dos partes. La confesionalidad religiosa y católica no puede ser sustituida por la confesionalidad contraria de la militancia atea. El progreso no consiste en sustituir una confesionalidad por otra, sino en adoptar el camino de la no confesionalidad, bien entendida y lealmente aplicada, como neutralidad positiva del gobierno en materia religiosa. Si nadie puede imponer un orden moral objetivo, ¿es que el gobierno laicista puede imponernos su permisivismo moral? ¿Es que van a ser los grupos de presión los que determinen los criterios y las actuaciones del Parlamento?

 Dicho con todo respeto, los cristianos pensamos que este propósito de gobernar con leyes laicas no tiene fundamento teórico serio, ni es verdaderamente progresista, sino que supone un retroceso a tesis y formas ya superadas. A muchas personas, incluso a algunos cristianos, les parece normal que las actividades religiosas de los ciudadanos no se puedan financiar con fondos públicos. Es cierto que las actividades religiosas no son de todos, pero tampoco lo son el deporte, ni el teatro, ni el cine, ni otras muchas cosas que se financian con dinero público sin que nadie lo discuta. Volvemos a la misma cuestión de siempre, el Estado y la autoridad política tienen que aceptar sinceramente que la fe religiosa es un derecho de los ciudadanos, cuyo ejercicio cualifica la vida y las actividades de la persona, enriquece el patrimonio cultural de la sociedad y facilita la convivencia justa y pacífica de los ciudadanos. O dicho de otra manera, el ejercicio de la libertad religiosa de los creyentes, forma parte del bien común que el gobierno debe proteger y fomentar. Si esto es así, ¿por qué hay que ignorarla y dejarla fuera de la actuación positiva del gobierno en igualdad de condiciones con otras muchas actividades espirituales y culturales de los ciudadanos? ¿Por qué hay que excluir la enseñanza de la religión en el programa escolar? ¿Por qué hay que prohibir los signos religiosos en los centros públicos y comunes? ¿A quién ofenden? ¿A quién hacen daño? Ojalá nuestros gobernantes encuentren tiempo para pensar un poco más en estas cuestiones.

EL LAICISMO QUE VIENE ( II)

Mons. Fernando Sebastián Aguilar

Arzobispo de Pamplona y Obispo de Tudela
 
Los católicos españoles sabemos lo que es vivir con un gobierno de preferencias laicistas. En el momento presente, los protagonistas de esta oleada laicista parecen ignorar algunos hechos recientes muy importantes. Cuando presentan la Iglesia católica como poco adaptada a las exigencias de la democracia, no tienen en cuenta  la renuncia de la Iglesia y de los católicos españoles al confesionalismo católico, a favor de la reconciliación y de la igualdad de todos los ciudadanos. Y olvidan también que la Constitución se construyó a partir de un consenso social uno de cuyos elementos era el entendimiento entre creyentes y no creyentes, gracias al concepto de no confesionalidad aceptado por todos. Implantar ahora un confesionalismo laicista sería negar aquel consenso constitucional y volver a la situación absurda y peligrosa de las dos Españas.

Es necesario que entre todos hagamos lo posible para encontrar de nuevo aquel espíritu de respeto y sincera voluntad de  convivencia que hizo posible la transición política y que resulta indispensable mantener para garantizar la serenidad y la estabilidad de nuestra sociedad. En este escrito me dirijo principalmente a los cristianos y por eso intentaré  responder a esta pregunta clave: ¿cómo tenemos que actuar los católicos en estas circunstancias?

1. Mi primer consejo es simplemente el consejo tantas veces repetido por el señor a sus discípulos, “No temáis”. El está con nosotros. Ha vencido al mundo. Su victoria es también la nuestra. Nuestra victoria es la fe. No perdamos la confianza en la providencia de Dios, fuerte y misericordiosa. La Iglesia ha vivido siempre entre dificultades y los cristianos han padecido con frecuencia por presentarse y actuar como discípulos de Jesús. Estos sufrimientos nos purifican y fortalecen. Recordemos las palabras de San Pablo, “la debilidad de Dios es más fuerte que la fuerza de este mundo; la locura de Dios más sabia que la sabiduría del mundo”. “Nos basta la fuerza de Dios, de modo que cuando somos débiles, si confiamos en El, entonces es cuando somos más fuertes”. Que las argumentaciones del laicismo no nos hagan dudar de la verdad y del valor de nuestra fe ni de las instituciones y actuaciones de la Iglesia. No nos dejemos paralizar por la inseguridad o por el miedo. No nos avergoncemos del evangelio. No nos desanimemos por ser pocos o por quedar excluidos de las zonas de poder. Nuestra fuerza está en la fuerza de su palabra y de su vida. Precisamente en estas circunstancias es cuando más tenemos que anunciar con sencillez y fidelidad el mensaje de Jesús, conservado y actualizado continuamente por la Santa Madre Iglesia. Este es el mejor servicio que podemos hacer a nuestros conciudadanos. Esta es nuestra misión y nuestra primera obligación. Es la hora de la fidelidad y de la fortaleza. La hora de los testigos.

 
2. La primera condición para llegar a tener una suficiente influencia moral es vivir en conformidad con nuestra fe. Queremos ser discípulos de Jesús. Y El redujo su mensaje a dos mandamientos bien sencillos: Amar a Dios como Padre nuestro que es, y al prójimo como a nosotros mismos. Y esto de manera efectiva, visible, realista. La fuerza de la Iglesia no está en los instrumentos técnicos ni en las estrategias de opinión que otros utilizan. La fuerza de la Iglesia está en la fe, en la piedad, en la ejemplaridad de los cristianos. Si vivimos de verdad nuestra fe, el testimonio de nuestra vida aclarará muchos malentendidos y más tarde o más temprano convencerá a los hombres y mujeres que buscan la verdad. Comencemos por asegurar la Misa de los domingos. La marcha de los acontecimientos nos está pidiendo una clara definición de nuestra vida. En torno a la Misa dominical tiene que desarrollarse la vida espiritual de cada uno, la oración diaria, el esfuerzo por vivir en gracia de Dios, la celebración sacramental del arrepentimiento y del perdón. Y con la piedad personal, la comprensión y el ejercicio de la vida matrimonial y familiar según la voluntad de Dios, manifestada por Jesucristo  y anunciada por la Iglesia. La familia cristiana, estable y fecunda, es signo elocuente de la fuerza humanizadora y santificadora del amor de Dios, presente y actuante en las raíces del amor humano. A partir de aquí podremos ofrecer el testimonio de una vida sobria, alegre, justa, generosa, amante y defensora de la vida y del mundo, sin desmayos, que busca de verdad el Reino de Dios y el bien de los hermanos, sin quedarse en apariencias engañosas o en intereses oportunistas. La verdad de Dios, respaldada por el testimonio de una vida sincera y santa, acaba abriéndose camino en todos los corazones  Un verdadero testimonio de vida cristiana requiere la unidad en la fe, en la aceptación integral y equilibrada del evangelio de Jesús, tal como lo han vivido los santos, como lo anuncian y predican los pastores de la Iglesia, en comunión espiritual y visible con el Papa. La disidencia, las divisiones, las condescendencias injustificadas, debilitan la credibilidad del evangelio y dan argumentos a quienes, de una manera o de otra, pretenden ocultar la luz que ha venido a este mundo. En cambio, el testimonio visible de una vida santificada y sosegada por el Espíritu de Dios, puesta de verdad al servicio de los demás, vivida en una comunión  cercana y universal, gozosa y esperanzada, serena y operante, en este mundo nuestro tan egoísta y dolorido, será la mejor apologética y el argumento más convincente.

 3. En la respuesta al laicismo es importante que sepamos centrarnos en lo fundamental. No

se trata de si los curas y los obispos mandamos mucho o poco, Ni resolveríamos nada con una Iglesia más tradicional o más moderna. La cuestión de fondo está en saber si hay Dios o no, si nuestra vida está presidida por un Alguien original,  creador y providente, del cual nos habló Jesucristo de manera definitiva,  o vivimos solos en el mundo, como dueños únicos y exclusivos de nuestra vida personal y colectiva. Lo que de verdad se debate en nuestra sociedad, aunque no se formule claramente, es, si para vivir auténticamente nuestra condición humana, tenemos que tener en cuenta la presencia del Dios de Jesucristo cerca de nosotros, o más bien hemos de prescindir de cualquier referencia religiosa como perteneciente a un estadio anterior del desarrollo humano.  Centremos nuestro esfuerzo en ofrecer a nuestros conciudadanos la posibilidad de conocer a Dios  mediante el testimonio de Jesús, y de aceptar su providencia, no como una amenaza para nuestra libertad, sino como la tierra firme que nos permite construir una vida verdaderamente personal y espiritual, en libertad y justicia, en amor fraternal y esperanza de eternidad.  Anunciemos con humildad y claridad, con honestidad y respeto, nuestra manera de entender las cosas. No queremos imponer nada a nadie, pero tampoco podemos callar el evangelio de Jesús, ni podemos ocultar los signos de la presencia de Dios entre nosotros. Invitemos a los hombres y mujeres de buena voluntad a buscar con nosotros la verdad de nuestra humanidad en Jesucristo, como clave definitiva para la comprensión y el desarrollo de nuestra vida.  Confiemos en la buena voluntad de los que viven fuera de la Iglesia. No neguemos a nadie la posibilidad de llegar al conocimiento y adoración del Dios de Jesucristo. Todos son hijos suyos. Por todos murió Cristo y a todos les llega la asistencia del Espíritu Santo. Esperemos con tranquilidad la hora de Dios. Si la luz de Dios vuelve a brillar en los corazones de los hombres y en el corazón de nuestra sociedad, todo resultará claro y aceptable. Sin esta aceptación cordial de Dios como fundamento y centro de la vida, ni la moral natural, ni las enseñanzas de la Iglesia ni la vida de los cristianas alcanzarán el reconocimiento y la estima que merecen.

 
4. Cuanto queda dicho son actuaciones puramente religiosas y en cierta manera internas a la vida de la Iglesia. Pero a la vez que miembros de la Iglesia, los cristianos somos miembros de la sociedad, ciudadanos como los demás, con los mismos derechos y las mismas obligaciones. Y es lógico que pretendamos influir en la marcha de los asuntos públicos y comunes según nuestras convicciones personales y comunitarias. Todos los miembros de la sociedad tienen que procurar el bien común según sus posibilidades personas e institucionales. También los cristianos. Y por supuesto, como todos los demás, según nuestra conciencia y nuestras propias convicciones. Es un derecho y una obligación. Dicen que si la Iglesia quiere influir en la política. Evidente. Al menos como cualquier otra institución. Pero la influencia de la Iglesia en la vida política no es de naturaleza política, sino eclesial, es decir, de naturaleza religiosa y moral. La Iglesia influye en la vida social y política, según su propia naturaleza, con sus actividades propias y, por supuesto,  respetando las normas civiles comunes, legítimas y justas. Anunciando la doctrina de Cristo, educando las conciencias y animando a sus fieles a vivir santamente, la Iglesia influye en el comportamiento global de las personas, y de esta manera influye también en el ejercicio de sus actividades profesionales y en sus actividades sociales, públicas y políticas. Es cierto que la Iglesia, como comunidad religiosa que es, no interviene como tal en el desenvolvimiento técnico y directo de la vida política, pero sí interviene libremente en la formación de la conciencia social y moral de las personas que luego actúan en la vida política. La vida política,  en su conjunto, la de los votantes y la de los dirigentes, es una actividad humana, personal y libre, cuya legitimación moral está en la promoción y defensa del bien público. Como actividad humana, toda acción política tiene que ser moral y justa y esta justicia no le puede venir en última instancia de sí misma, ni de  los consensos circunstanciales o de las presiones de un grupo determinado, sino que le ha de venir de la conformidad con una referencia objetiva, ya sea de naturaleza religiosa o simplemente ética, que vincula la conciencia de todos los hombres, también de los políticos, y que radica en el ser mismo del hombre, de cada persona, considerado como creatura de Dios o como realidad última en el orden práctico a la que se le reconoce un valor absoluto. El reconocimiento de esta referencia moral es la garantía del respeto a la persona y a la sociedad, cuyos derechos no provienen de las instituciones políticas, sino que son anteriores y superiores a todas ellas, fundados en su propio ser y, para nosotros los creyentes, en la sabiduría y el amor de Dios. Un poder político, ejercido sin el reconocimiento de una norma moral objetiva, es un peligro gravísimo para el bien de la sociedad. Basta con repasar la historia del siglo pasado para comprenderlo. La Iglesia contribuye de forma importante a la clarificación y fortalecimiento de esta conciencia moral de los ciudadanos que quieren escucharla. No impone sino que propone. Y luego cada persona, también los cristianos, actúan en consecuencia. Así es como ella contribuye al bien común, también al bien común temporal y político,  dentro de un marco legal estrictamente democrático. La lástima es que hoy, en España, muchos cristianos no actúan en la vida profesional y política de acuerdo con las exigencias de la fe. Decir esto no es volver a fórmulas superadas de clericalismo o de confesionalidad, no es fruto de añoranzas inconfesadas de épocas pasadas.  Es simplemente animar a los cristianos a ofrecer a la sociedad los bienes de naturaleza moral y temporal que nosotros hemos descubierto gracias a la iluminación de la fe y a la primacía del amor al prójimo como norma suprema de comportamiento en el conjunto de nuestra vida personal, familiar, profesional, cultural y política. ¿Hay en esto algo contra las leyes de la democracia?
DERECHOS Y PRIVILEGIOS

Mons. Francisco Gil Hellín
Arzobispo de Burgos

(7 de noviembre 2004)
De un tiempo a esta parte, se están difundiendo en la opinión pública mensajes equívocos y erróneos sobre la Iglesia Católica. Uno de los más repetidos suena, más o menos, así: “los obispos tratan de defender posiciones de privilegio y no se dan cuenta de que los tiempos han cambiado”. Este mensaje produce efectos deletéreos, sobre todo en las generaciones jóvenes. Y cobra especial gravedad, cuando se le aplica a cuestiones tan fundamentales como el matrimonio, la educación y la enseñanza religiosa. Para que los efectos sean aún más demoledores, se repite con insistencia que los obispos son de corte conservador y están anclados en posiciones ya periclitadas, mientras que el Gobierno es de carácter progresista y desea llevar a nuestra Patria a una situación semejante a la que tienen Francia, Holanda y, en general, cualquiera de las que conforman la Unión Europea.

Este mensaje es, sencillamente, falso. Los obispos de España no defienden privilegios suyos o de la Iglesia Católica. Lo que defienden son los derechos humanos sobre cuestiones de tanta importancia como el respeto a la vida humana en todas sus fases, la concepción del matrimonio y la familia, el derecho inalienable de los padres de educar a sus hijos donde y como quieran, el derecho, también inalienable y sacrosanto, a profesar la religión que uno elija en conciencia, etcétera.

Un caso típico es el de la vida. Los obispos no tienen una doctrina propia sobre la vida del ser humano. Saben, como saben todas las personas rectas, que la vida es un don y no un derecho, un regalo que nos han dado, no algo que hayamos comprado o ganado. Más aún, que es el don más grande, ya que de él están colgados todos los demás. Nadie es, por tanto, dueño sino administrador de la vida. Consecuentemente, enseñan que no hay autoridad privada o pública que tenga el derecho para eliminar la vida propia o la de los demás. Defender esta doctrina no es estar anclados en posiciones superadas y conservadoras. Más bien es todo lo contrario, porque la ciencia más actual y avanzada sabe y sostiene que la vida es un continuo, algo que no admite cortes, que es vida en todos sus estadios. Las personas mayores, las discapacitadas, las que se encuentran en una situación de precariedad deberían defender a los obispos con apasionamiento, aunque no fuera más que por motivos de interés personal.

Otro caso típico es el del matrimonio. La Iglesia no se lo ha inventado ni le ha puesto las cualidades que tiene. Se han casado los hombres y las mujeres muchos siglos antes de que existiera la Iglesia. Y siguen casándose hoy aunque no sean cristianos. Es algo que va con la naturaleza humana. Esta naturaleza es la que ha llevado y sigue llevando a unirse a un hombre con una mujer, porque el sentido común les dicta que sólo de tal unión nacerán los hijos y con ellos su prolongación, la de la tribu o la de la nación. Ciertamente, esto no autoriza a tratar mal en la Iglesia y en la sociedad a quienes no tienen tendencias heterosexuales. Lo que la Iglesia defiende es que el matrimonio es lo que es, no lo que quieren que sea.

Lo mismo podría decirse del derecho inalienable que tienen los padres de educar a sus hijos en sus creencias y convicciones. Si la educación está en lógica continuidad con la procreación, quienes procrean –los padres- son quienes han de educar. El Estado está a su servicio. Pero de esto hablaremos más despacio.
MENTALIDAD DIVORCISTA

Mons.  Lluís Martínez Sistach,

Arzobispo metropolitano de Barcelona

(14 de noviembre de 2004)

El documento episcopal “Raíces cristianas de Cataluña” pone de relieve un aspecto muy importante de la tradición de nuestro país: la solidez de la vida familiar. Esta vida familiar actualmente se ve amenazada desde muchas partes. Hoy existe una mentalidad divorcista. La propuesta de reforma de la normativa española para regular el divorcio la fomenta todavía más. Sin embargo, la salud de la familia es importantísima para el bien de las personas, especialmente de los hijos, y también para el bien de la sociedad.

No pocas personas van al matrimonio pensando acudir al divorcio si surgen dificultades en la convivencia conyugal, o bien si les parece que el amor ha desaparecido. Esto plantea cuestiones morales y jurídicas. ¿No es verdad que la dignidad de la persona humana y el mismo matrimonio demandan un amor especialmente cualificado? La mentalidad divorcista, ¿acaso no provoca que queden bloqueados los esfuerzos sinceros y constantes para vencer y superar las dificultades que aparecen en toda convivencia conyugal?

El amor matrimonial ha de poseer una cualidad peculiar: ha de ser conyugal. El matrimonio es una íntima comunidad de vida y de amor entre un hombre y una mujer ordenada a la vida, como continuación y complemento de los mismos cónyuges. Por esto, un amor para un tiempo limitado no es un verdadero amor matrimonial, porque le falta la intención de perpetuidad que después se manifiesta en la fidelidad. Un amor temporal no responde a la riquísima comunidad de vida y de amor que es el matrimonio. No puede hacer felices a los esposos ni tampoco a los hijos, porque es un amor limitado e inseguro.

La sociedad y sus leyes no han de fomentar de ninguna manera una mentalidad divorcista ante el matrimonio. La educación que se da desde la infancia ha de evitar que se vaya al matrimonio con este planteamiento: si el amor se enfría o muere, comenzaré otro. Esta actitud es como una invitación a huir ante las dificultades conyugales que puedan llegar y a buscar entonces otro consorte.

Reproduzco aquí unas palabras muy adecuadas del filósofo danés Kierkegaard: “Tú acabas por reducir a un período muy corto de tiempo el amor a una sola persona, y después, como todas las naturalezas conquistadoras, te dedicas a reclutar a otras personas para llevar a cabo tu experimento. ¿No te das cuenta de que ésta es precisamente la más profunda profanación del poder eterno del amor?”

Es normal que la convivencia de los esposos presente dificultades en algunas ocasiones. Lo que constituye un motivo de preocupación es que cualquier desacuerdo entre los cónyuges se pueda convertir en una ruptura definitiva. Las leyes no lo han de facilitar o fomentar. La estabilidad de la vida familiar sólo puede existir si los esposos están dispuestos a demostrar que el sacrificio es una prueba de su amor. El bien y la felicidad de los esposos y de los hijos pide que se hagan todos los esfuerzos necesarios para superar las dificultades inherentes a la convivencia matrimonial mediante el diálogo, la paciencia , el perdón y la plegaria.

Juan Pablo II nos dijo a los obispos catalanes en la última visita que le hicimos que “la crisis del matrimonio y de la familia nos impulsa a proclamar, como un auténtico servicio a la familia y a la sociedad, la verdad sobre el matrimonio y la familia tal como Dios la ha establecido

¿EQUIPARABLES EL MATRIMONIO Y LA UNIÓN DE HOMOSEXUALES?
Mons. Rafael Palmero Ramos,
Obispo de Palencia

(Agosto de 2004)

El Gobierno socialista ha anunciado que en el próximo mes de septiembre remitirá a la Cámara de Diputados un proyecto de Ley que equipare legalmente la unión de homosexuales con el único y verdadero matrimonio: El de un varón con una mujer, establecido por Dios en la naturaleza misma.

Se pretende con esta medida dar cobertura legal a algo jurídica y moralmente inaceptable, por irracional.

Es evidente que todo ser humano, desde el momento mismo de su concepción e independientemente de sus tendencias sexuales, posee una dignidad personal inalienable que nadie puede ni debe menospreciar o discriminar. Sin embargo, aunque todos tenemos idéntica dignidad, no todos tenemos los mismos derechos. La naturaleza del Derecho, precisaba Cicerón, ha de deducirse de la naturaleza del hombre. Y si es distinta la naturaleza, tanto física como psíquica, del varón y de la mujer, también lo son sus derechos. De ahí la complementariedad. Complementariedad que no existe en la unión de un varón con otro varón, o de una mujer con otra mujer.

No puede, portante, haber matrimonio más que entre personas de distinto sexo: entre una mujer y un varón. Es exigencia de orden natural. No les asiste, por lo mismo, a dos personas del mismo sexo derecho alguno a contraer matrimonio entre ellas.

De ahí que el Gobierno no deba reconocer este derecho inexistente, ni dar soporte legal a algo que atenta contra la naturaleza misma de la institución y contra el bien común de la sociedad. Para el Comité Ejecutivo de la Conferencia Episcopal, "fabricar moneda falsa es devaluar la moneda y poner en peligro todo el sistema económico" (15.7.2004).

Nunca podrá reducirse el amor dentro del matrimonio al sexo o al trueque de favores. Institucionalmente el matrimonio es la unión corporal de la mujer y del varón como expresión recíproca de un amor que cierra las puertas a toda ruptura o eventualidad. Sólo él puede dar plenitud a sus respectivas existencias, llegando a ser lugar de amorosa acogida de nuevas vidas personales. Y sólo en él los niños aprenden las dos virtudes sociales más importantes, el amor al prójimo y la justicia. Es difícil, por lo mismo, que otro tipo de uniones unisexuales pueda contribuir a la perfección de sus componentes. Al carecer de mutua diferencia sexual, se verán privados de la natural complementariedad.

Por otro lado, ya lo he recordado en otra carta anterior, en el caso de ofrecer a estas uniones la posibilidad de adoptar hijos, "éstos se verían privados del derecho fundamental de tener un padre y una madre, con su respectiva contribución psicológico-afectiva para la neta identificación sexual de sus personas y, sobre todo, para su desarrollo emocional, especialmente esencial en los años de su niñez y adolescencia, de modo que, cuando falla..., difícilmente puede suplirse".

El matrimonio y la familia son, además, anteriores al Estado y constituyen la base insustituible del crecimiento y de la estabilidad de la sociedad. Tiene el Estado, por tanto, obligación de protegerlos y promoverlos. Si equipara la unión de homosexuales al matrimonio, está introduciendo un peligroso factor de disolución de la institución matrimonial y del justo orden social, que en nada contribuirá a superar la alarmante crisis demográfica que venimos padeciendo en nuestro suelo hispano.

En conclusión: ante el anunciado propósito de nuestro Gobierno, unimos nuestra voz a la de quienes quieren pulsar la alarma. No sólo los católicos, sino cuantos quieran dejarse conducir por la razón, han de reflexionar a tiempo, y evitar que se promulguen en nuestro País leyes atentatorias contra el verdadero y único matrimonio.

Es esta misma línea, la reciente Nota del Comité Ejecutivo de la Conferencia Episcopal Española recuerda directamente a los parlamentarios católicos el deber que tienen de expresar su desacuerdo con el proyecto de Ley que nos ocupa, votando en contra del mismo (15.7.2004).

El Señor siga llevándonos de su mano a todos.

PELIGRA LA LIBERTAD RELIGIOSA

Mons. Juan del Río

Obispo de Jerez de la Frontera

(20 de junio de 2004)
Es un hecho innegable que la Iglesia Católica en el mundo se enfrenta con dos fuertes fundamentalismos: el islámico y el laicista. Ambas posturas coinciden en no respetar la libertad religiosa de los demás. Se trata de dos extremos que favorecen el llamado "choque de civilizaciones" que, según algunos autores, se puede producir a escala local o global (cf. Javier Jordán, Profetas del Miedo). Nos remitimos a las acciones de todos conocidas, que van desde los atentados del 11- S en USA y el 11-M en Madrid hasta otras situaciones menos divulgadas, como puedan ser la de los cristianos en Sudán, Pakistán y otros países de mayoría musulmana donde sufren la intolerancia religiosa y la discriminación social. Pero en el otro extremo tenemos el fundamentalismo laico que, siendo ante todo una corriente de pensamiento, persigue, entre otras finalidades, recluir en el ámbito de lo privado la enseñanza de la religión, suprimiendo la dimensión espiritual de la persona o confundiéndola con un mero "epifenómeno" sociológico o psicológico, oponiéndose a la vertiente social de la Religión y queriendo reducir la presencia social de la Iglesia a una simple asociación privada. Por lo tanto, el islamismo radical aspira a que toda la sociedad se rija por los parámetros de su religión y el fundamentalismo laicista pretende borrar todo rastro de Dios en la esfera pública. 

No vendría mal recordarle a unos y a otros que el derecho a la libertad religiosa está fundado en la dignidad de la persona y que consiste en que todos los hombres han de estar inmunes de coacción tanto por parte de personas particulares como de grupos sociales, políticos o religiosos. De tal manera que no se obligue a nadie a obrar contra su conciencia ni se le impida actuar conforme a ella en privado y en público, solo o asociado con otros, dentro de los límites debidos que impone el ordenamiento justo para la convivencia y el bien común de los ciudadanos (cf. Vaticano II, DH, 1-3). Lo que ocurre es que, para el islamismo radical, la libertad religiosa no existe, porque su pretensión es islamizar todo el planeta poniendo en marcha una resistencia global -"yahadismo global"- que acabe desestabilizando y derrumbando a todos aquellos que se opongan a la ley islámica, que es la que ha de regir a los pueblos y a las personas. Tampoco el fundamentalismo laicista, tan de actualidad en España como en otras partes de Europa, respeta la libertad religiosa, porque pretende negar a lo religioso el puesto que le es propio, de modo absoluto, o al menos en el ámbito de lo público, reflejando, sin decirlo, una concepción totalitaria del Estado que lo invade todo. Es curioso que este también llamado progresismo laicista, no quiera saber nada con el cristianismo, aunque luego sean los más entusiastas defensores de la tolerancia, integración y entendimiento con los musulmanes. 

Por ello, estemos alerta, no renunciemos a nuestros derechos fundamentales y, en todo momento, demos con serenidad y confianza "razones de nuestra esperanza en Cristo", "sabiendo que todo lo podemos en Aquel que nos conforta".

LA DESCALIFICACIÓN POLÍTICA DE LOS OBISPOS (I) 

Mons. Adolfo González Montes
Obispo de Almería
Septiembre 2004

La clara y bien fundada oposición de los obispos a considerar las uniones civiles entre homosexuales como verdadero matrimonio ha causado no poco enojo entre aquellos políticos que no han dejado de exhortar a los obispos a respetar al Parlamento y renunciar a influir o coaccionar a los católicos. Reacción muy poco consistente, que deja ver el temor real ante el influjo social que pueda tener la opinión de los obispos sobre ciudadanos y diputados. ¿Son acaso pocos los logros obtenidos por un programa de sistemática agresión a la religión católica, sostenido con tenacidad en las últimas décadas por algunos medios de comunicación y la complicidad de ciertos sectores políticos? La verdad es que la reacción de algunos no pasa de ser una nueva descalificación de la Iglesia Católica con irritación que no se detiene en el exabrupto y el insulto. No faltan entre los enojados quienes consideran que la opinión de los obispos es antidemocrática. 

Por lo que se refiere a los afectados por la opinión de los obispos, los hay que han pasado al ataque dispuestos a querellarse contra ellos por no compartir su visión de las cosas, amparados por la coyuntura política y la falta de criterio moral que padece la sociedad actual. Hoy se vive bajo la dictadura del pensamiento político correcto sin reconocimiento alguno para el discrepante. Nunca las minorías sociales han conseguido tanto poder en la determinación política de la ordenación de la sociedad.

Ante la situación de tensión creada entre el poder político y la Iglesia, cabe preguntar con la mejor voluntad de entendimiento si están bien informados quienes tanto se enojan ante la libre expresión . Veamos. En el reciente comunicado del Comité ejecutivo del Episcopado, se reconoce explícitamente que “sólo la autoridad legítima tiene la potestad de establecer las normas para la regulación de la vida social” (n. 5). ¿A qué entonces llamar a los obispos al respeto del Parlamento? ¿Qué intereses hay detrás de la manida reiteración de que la Iglesia no se encuentra a gusto en la democracia? A primera vista y ante la historia de la transición española, imposible sin la explícita colaboración de la Iglesia en la forma en que se hizo, y de la leal colaboración de los católicos con los gobiernos democráticos desde 1978, cabe pensar que quienes reiteran esa supuesta incomodidad de la Iglesia manifiestan un positivo interés en su descalificación, con el propósito de minar su crédito social desfigurando su imagen pública.

La agresión contra la Iglesia es un fenómeno difuso y persistente en España, pero también extendido en la Unión Europea. ¿Qué fuerzas ocultas alimentan esta agresión? No voy a apelar a la teoría fácil de la conspiración al describir un fenómeno que califico de difuso. Propongo considerarlo mejor como fruto de la voluntad mantenida de eliminar el obstáculo que, para el asentamiento del laicismo como ideología que aspira a inundarlo todo, representan las Iglesias cristianas y particularmente el catolicismo. Europa se ve así ante el reto de afrontar la mayor crisis de su propia identidad.

El laicismo es hoy una ideología, para decirlo en términos religiosos, “confesante”, cuya mejor baza es la de jugar a la neutralidad del Estado, impulsando y alimentando mediante los “lobbies mediáticos” un modo de actuación de las administraciones públicas beligerantemente anticristiano. El pretexto es la lesa ofensa pública a las minorías religiosas o laicas que representa la cultura ambiente de las mayorías cristianas. Se facilita de este modo la aparición pública de dichas minorías, sin renunciar a servirse para lograrlo de los recursos económicos que generan las mayorías; aun cuando las minorías promocionadas desde el poder político no sean socialmente significativas, o incluso sean portadoras de programas sociales, culturales y religiosos que, de llevarse a cabo, resultarían destructivos para los intereses de las mayorías y, en algunos casos, destructivos de una convivencia basada en el respeto a los derechos humanos y ofensivos para los sentimientos generales de la sociedad. 

En todo ello opera el “dogma laico” con cuya defensa se siembra el descrédito de cualesquiera otras opiniones que le sean contrarias: que el pluralismo y la multiculturalidad son mucho más beneficiosos que la homogeneidad cultural y religiosa de las sociedades. Poco importa que la realidad evidencie históricamente lo contrario y la crueldad de las últimas guerras europeas resulte obvia negación de ese dogma. Por toda reacción argumentativa, se apela al rechazo democrático de la confesionalidad, que hoy nadie propone, de la historia de España en nuestro caso y se da por desarticulado al adversario.

Entiéndase bien cuanto aquí digo. Parto de que una sociedad democrática tiene que respetar a las minorías y hacer valer los derechos personales y sociales que las deben amparar. Lo que quiero dejar claro, más allá de este supuesto obvio para nuestro tiempo, es que eso no puede suceder mediante la injusta agresión a las mayorías. Ninguna minoría religiosa ni tampoco sector alguno beligerantemente laicista tiene la misma legitimidad social e histórica que la mayoría católica de la sociedad española todavía. ¿Corresponde al poder político acelerar la descomposición social y cultural del catolicismo? Si así lo entiende un sector importante de la clase política española y no repara en medios para lograrlo, su proceder es anacrónico y antidemocrático. Una actitud política tal se debería dar por fenecida con el jacobinismo; y si no así, debería desecharse por peligrosamente agresiva contra sentimientos muy enraizados en el sentir profundo de los españoles.

decir “padre” y “madre” con gozo y sin engaño

Mons. Jesús Sanz Montes, ofm

Obispo de Huesca y de Jaca

(10 Octubre  2004)
Hace unos meses, durante la ceremonia de presentación de credenciales de D. Jorge Dezcallar, embajador español ante la Santa Sede, Juan Pablo II se refirió a la familia acuñando una insólita y hermosa definición de la misma: núcleo central y fundamental de toda sociedad y hogar estable “donde las palabras padre y madre pueden decirse con gozo y sin engaño”. Nunca había oído hablar de la familia con una definición tan bella y tan verdadera. Habrá muchas otras relaciones entre las personas, que van desde la más noble como la amistad, hasta la más deleznable como la esclavitud, pasando por un sinfín de variantes intermedias donde quepan la lealtad o el contubernio, el apaño o la ficción. Pero la familia –y sólo ella– es ese espacio en donde un hombre y una mujer, unidos fiel y establemente por amor, abiertos a la vida, pueden ser bendecidos por el Creador de esa vida con el don de un hijo, el cual les podrá llamar con gratitud, con gozo y sin engaño con ese dulce nombre de “padre” y “madre”.

Ante el anuncio del Gobierno de posibilitar legalmente la adopción de niños por parte de parejas homosexuales, podríamos poner tantas objeciones morales desde una antropología cristiana a semejante “conquista social”, pero prefiero aducir nuevamente el argumento de carácter estrictamente psicológico, pediátrico y psiquiátrico. 

Una primera acotación, de la mano de un psicólogo como el Dr. Luis Riesgo, nos viene a recordar que “el fin de la adopción no es tanto dar un hijo a unos padres que no pueden tenerlo como dar unos padres idóneos a un niño que carece de ellos. Aprobar la adopción de niños por parejas homosexuales implicaría ir contra el séptimo principio de la Declaración Universal de los Derechos del Niño, que estipula que el interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación”.

No sólo eso, sino que también “la atracción sexual hacia personas del mismo sexo al llegar a la adolescencia es del 60 % más en los niños adoptados por padres homosexuales”, como explica la Dra. Mónica Fontana, especialista en Psicología Clínica y Terapia Familiar. 

A esto hay que añadir lo que el prestigioso psiquiatra Dr. Enrique Rojas afirma: “el ser humano necesita firmeza y flexibilidad, autoridad y condescendencia, corazón y cabeza, fortaleza y ternura. Se trata de características complementarias que son aportadas por el padre y la madre. Es imposible una educación completa en un ambiente homosexual. Es antinatural condenar a un niño a una educación privada de padre o madre”.

Tal vez la sociedad pueda emitir documentos legales, pero la naturaleza inmutable no cambiará sus leyes a fuerza de ser violadas, como ha escrito la profesora Vicky Campos. Las parejas de homosexuales con hijos constituyen en sí mismas una discriminación enorme contra esos niños, que sufrirán toda su vida la injusticia de haber nacido en una situación contraria a su propia identidad. El lograr que el mundo entero soporte esta incoherencia, no hará que las parejas de homosexuales se conviertan en el mejor hogar para los niños. Un error no se convierte en acierto solamente porque todos lo cometen o porque se legalice. Los niños nunca deberían exhibirse como una especie de trofeo de las reivindicaciones de la militancia homosexual, porque un niño no es un derecho para la utilidad de nadie, por más que los niños no voten y los adultos beneficiados por estas “medidas de progreso” sí. 

(Agencia Fides  29/1/2005)
___________________________________________________________________________________

La primera, segunda y tercera parte del Especial Fides “Leyes y Familia: un debate abierto en la sociedad contemporánea” están disponibles también en nuestro sitio  www.fides.org. 
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